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RESUMEN 

 

Mediante la Resolución del Tribunal Fiscal No. 02112-5-2019, dicho órgano concluyó que no era 
posible aplicar, durante el ejercicio 2005, las reglas de valor de mercado a los servicios gratuitos de 
cualquier tipo (incluyendo los de financiamiento – es decir, a los préstamos sin interés), pues la LIR 
recién amparó dicha posibilidad a partir del ejercicio 2006, incluyendo a “los servicios a cualquier 
título” en el artículo 32 de la norma.  
 
El presente informe jurídico busca discutir, justamente, dicha posibilidad. En efecto, nos enfocamos en 
la problemática referida a la posibilidad de aplicar las reglas de valor de mercado, previstas en el artículo 
32 de la Ley del Impuesto a la Renta, a los préstamos gratuitos entre partes vinculadas, de manera previa 
a la modificación de dicha norma por la Ley No. 28655 (vigente desde el 1 de enero del 2006).  
 
Al respecto, el expediente nos enfrenta a conceptos tributarios como lo son las teorías de renta o las 
reglas de imputación, los cuales deben ser analizados sobre la base de la constitucionalización de 
nuestro ordenamiento jurídico. En consecuencia, la interpretación de las normas tributarias debe 
realizarse siempre tomando en cuenta los principios de capacidad contributiva y equidad previstos en 
nuestra Constitución, y reconociendo la reserva de ley consagrada en nuestra norma constitucional. 
Dicha labor es indispensable en un Estado Constitucional de Derecho, pues nos permite reflexionar 
sobre los límites que existen a la potestad tributaria, y las tensiones que existen entre la propiedad 
privada y el gravamen estatal. 
 
Con la finalidad de analizar exhaustivamente las materias aquí expuestas, el informe discute: i) el Estado 
Constitucional de Derecho y su relación con el derecho tributario, ii) las teorías de renta en la LIR y las 
denominadas rentas fictas, iii) las reglas de imputación vinculadas a los préstamos u otorgamientos de 
capital, previstas en el artículo 26 de la LIR, y su conceptualización como rentas presuntas y/o fictas, y 
iv) la posibilidad que existía, al ejercicio 2005, de valorizar los préstamos gratuitos entre partes 
vinculadas, en aplicación conjunta de los artículos 26 y 32 de la LIR.  
 
La metodología que hemos utilizado para cumplir con este objetivo ha implicado una revisión profunda 
de la doctrina en materia tributaria, desde las teorías de renta hasta la naturaleza de los capitales, y la 
doctrina constitucional, que precisa los límites y manifestaciones del concepto del tributo en un Estado 
Constitucional de Derecho, así como la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, los informes de la 
Administración Tributaria y la jurisprudencia del Tribunal Fiscal.  
 
 
 
Palabras clave: teorías de renta, precios de transferencia, préstamos gratuitos, renta ficta, renta 
presunta, imputación de rentas, capacidad contributiva, principio de equidad, deber de contribuir. 
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Para mi abuela, por supuesto.  
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En toda esta disquisición sobre el pago de 
impuestos hay un factor de enorme incomodidad, 
que es el sentido patriótico. De tanto agitarlo y 
lucirlo en bandera, cuello de camisa y hasta en la 
correa del perrito, nos creemos que el patriotismo 
es una exhibición, cuando en realidad el 
patriotismo es meramente una liquidación 
honesta del Impuesto a la Renta.  

David Trueba, “184 días al año”, diario EL PAÍS 
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1. INRODUCCIÓN 

Se ha seleccionado el Expediente con Código de Registro No. E-2736 (en adelante, el “Expediente”). 
El Expediente tiene como objeto un procedimiento contencioso tributario que concluyó con la emisión 
de la Resolución del Tribunal Fiscal No. 02112-5-2019.  

Al respecto, el contribuyente – IMI DEL PERÚ S.A.C. (en adelante, “IMI”) – cuestionó que la 
Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria (“SUNAT”) aplicase las normas 
de precios de transferencia en el ejercicio 2005 a un préstamo otorgado a su parte vinculada en el 
ejercicio 2003, por el cual no se pactaron intereses.  

En efecto, en dicho expediente contencioso-tributario, que se refirió a la determinación del Impuesto a 
la Renta de Tercera Categoría de IMI en el ejercicio 2005, la SUNAT detectó que esta compañía otorgó 
dos préstamos a su parte vinculada Offshore Express Inc (en adelante, “Offshore Express”): i) un primer 
préstamo por USD 9,175,000.00, desembolsado en el 2003, por un plazo mínimo de seis (6) años y un 
plazo máximo de diez (10) años, sin intereses, y ii) un segundo préstamo por USD 11,371,642.96, 
desembolsado en el 2004, por un plazo mínimo de seis (6) y un plazo máximo de diez (10) años, con 
una tasa de interés anual de 9.380%.  

En ese contexto, la SUNAT aplicó las normas de precios de transferencia con la finalidad de determinar 
el valor de mercado de los intereses que no se pactaron en el primer préstamo. Ello en tanto, al 
entendimiento de la SUNAT, un préstamo con una parte vinculada en el que no se pacten intereses no 
cumple con el principio de plena competencia, pues no se celebraría bajo esos términos entre partes 
independientes. Al respecto, la Administración Tributaria ajustó el valor de mercado de los intereses 
del primer préstamo, aplicando – sobre el saldo de S/ 8,263,745.00 pendiente al cierre del ejercicio 2005 
– la tasa anual de 9.380%, pues esta última fue la tasa utilizada por IMI para el segundo préstamo – en 
condiciones similares – con Offshore Express.  

Estas cuestiones fueron controvertidas por IMI en etapa de reclamación y, posteriormente, de apelación, 
lo que conllevó – finalmente – a la emisión de la Resolución del Tribunal Fiscal No. 02112-5-2019. En 
dicha Resolución, el Tribunal Fiscal revocó la Resolución de Intendencia que había confirmado el 
accionar de la SUNAT en etapa de reclamación en el extremo del reparo por ingresos fictos por intereses 
de IMI. Así, el Tribunal basó su decisión que, al cierre del ejercicio 2005, las normas de precios de 
transferencia eran aplicables únicamente a las transferencias de bienes a título gratuito, pero no así a los 
servicios a título gratuito (como lo era el financiamiento gratuito otorgado por IMI a Offshore Express), 
pues dicha posibilidad recién se agregó al artículo 32 del Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto 
a la Renta (en adelante, la “LIR”) mediante la Ley No. 28655, vigente a partir del ejercicio 2006.  

No obstante, es relevante en este extremo resaltar el voto singular de la vocal Márquez Pacheco, quien 
consideró que al ejercicio 2005 la norma que habilitaba aplicar las normas de precios de transferencia 
a los servicios a título gratuito era el artículo 26 de la LIR (que refería que todos los préstamos devengan 
un interés para efectos tributarios), por lo que no había necesidad de que el mismo artículo 32 lo 
reconociera de manera explícita. Sin embargo, la vocal establece que el reparo de la SUNAT no se 
encuentra con arreglo a ley, pues al utilizar como único comparable para el préstamo sin intereses 
otorgado por IMI otro préstamo que otorgó a la misma parte vinculada se estaría vulnerando el método 
establecido por el artículo 32-A de la Ley del Impuesto a la Renta. 

 

1.1 Identificación de las áreas del Derecho sobre las que versa el Expediente 
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El Expediente materia de análisis se encuentra vinculado a: i) el derecho tributario, en el extremo de la 
imputación de rentas fictas o presuntas, así como la aplicación de las normas de precios de transferencia, 
y ii) el derecho constitucional, principio de capacidad contributiva y el deber de contribuir. 
 
En cuanto al derecho tributario, área que consideramos central en el Expediente, la discusión 
primordial es si es que, al ejercicio 2005, resultaba posible aplicar las normas de precios de transferencia 
a servicios gratuitos entre partes vinculadas. En efecto, antes de la modificación del artículo 32 de la 
LIR – introducida por la Ley No. 28655, vigente a partir del 1 de enero del 2006 – dicha disposición 
normativa precisaba que la regla del valor de mercado era aplicable a los casos de transferencia de 
bienes “a cualquier título” (es decir, gratuito u oneroso), mientras que para los servicios no se hacía 
dicha precisión.  
 
Ello condujo a que el legislador, mediante su Exposición de Motivos de la Ley No. 28655, considerase 
que era necesario agregar el término “a cualquier título” para los servicios, modificación que entró en 
vigencia en el ejercicio 2006. Esto último es crucial para entender la controversia a la que nos 
enfrentamos al analizar el presente caso, pues es justamente sobre la base de dicho argumento – es decir, 
que recién a partir del ejercicio 2006 era posible aplicar las reglas de precios de transferencia a servicios 
gratuitos – que el Tribunal Fiscal sustenta su posición en el Expediente. Por ende, resulta clave discutir 
si es que el artículo 32 de la LIR habilitaba a la SUNAT para imputar, en el caso de servicios de 
financiamiento a título gratuito, una renta donde la misma no había sido pactada por el contribuyente 
(a diferencia de servicios a título oneroso, donde el artículo 32 y 32-A cumplirían su función meramente 
valorativa).  
 
No obstante, la problemática jurídica del Expediente vinculada al derecho tributario no se agota ahí, 
pues – a través del voto singular de la vocal Márquez Pacheco – debemos ponderar también si es que, 
durante el ejercicio 2005, era suficiente con que el artículo 26 de la LIR precise que “se presume que 
todos los préstamos generan intereses” para luego remitirse al artículo 32 en el caso de préstamos entre 
partes vinculadas. En efecto, la tesis de la vocal Márquez Pacheco es que, en el caso de los servicios de 
financiamiento, sean gratuitos o no, la habilitación para imputar una renta al contribuyente estaba dada 
en nuestra norma antes que la Ley No. 28655 entrase en vigencia, y – en consecuencia – el artículo 32 
y 32-A de la LIR solamente son de aplicación para “valorar” dichas rentas.  
 
Ahora bien, debemos referirnos al derecho constitucional, cuya vinculación del expediente se sustenta 
en – principalmente – el principio de la capacidad contributiva y el deber de contribuir. Al respecto, la 
cuestión relativa a la imputación de rentas y la valorización de las mismas realizada por la 
Administración Tributaria debe ser entendida en un marco del Estado Constitucional del Derecho, 
donde la capacidad contributiva – en su dimensión horizontal y vertical, y en el cumplimiento de la 
equidad – se manifiesta a través de las formas de gravamen. Es importante, entonces, considerar cómo 
se debe interpretar la norma tributaria en el marco de la tensión existente entre el principio de legalidad 
y reserva de ley, y el mandato de optimización respecto de la capacidad contributiva, el cual – 
consideramos – encuentre su manifestación más auténtica en el deber de contribuir. 
 
 

1.2 Justificación de la elección del Expediente 
 
El Expediente materia de comentario se mantiene relevante, inclusive, el día de hoy, donde aún se 
discute la tipicidad exigida para la realización de un hecho gravado. Resoluciones del Tribunal Fiscal 
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como la 2398-11-20211, o el Informe No. 119-2008-SUNAT2, demuestran la tensión que existe entre 
los requisitos de una explicitud de las reglas de imputación o presunciones del Impuesto a la Renta, con 
el desarrollo que han de tener estos conceptos en el marco de un Estado Constitucional de Derecho. 
 
Sobre ello, consideramos que la discusión fundamental que presenta el Expediente nos permite analizar, 
a su vez, la configuración que ha de tener un sistema jurídico-tributario en la migración que realiza un 
Estado de Derecho hacia un Estado Constitucional de Derecho. Este tema, consideramos, genera 
tensiones entre los paradigmas que primaban sobre aquel Estado de Derecho – como, por ejemplo, la 
exigencia absoluta de que una norma permita que la Administración Tributaria impute una renta ficta 
en el caso de servicios gratuitos entre partes vinculadas – y cómo estos deben entenderse en un marco 
constitucional.  
 
La discusión, creemos, no se agota en la pregunta de si la SUNAT estuvo habilitada o no a imputar una 
renta ficta a IMI por un préstamo gratuito en el ejercicio 2005, sino que nos exige revisar las reglas 
primigenias en materia tributaria (¿qué entendemos por “renta”? ¿cuán explícita deber ser una ficción 
tributaria? ¿cuál es el alcance de la interpretación teleológica en la Ley del Impuesto a la Renta?), 
observando el cumplimiento de principios y valores constitucionales que – no tenemos duda – forman 
parte de nuestro ordenamiento jurídico.  
 
En consecuencia, consideramos que el Expediente nos obliga a explicar el sustento de un gravamen 
constitucional a la propiedad privada, pensado en términos de rentas fictas y reglas valorativas, y nos 
permite aproximarnos a los límites que existen tanto para el momento de creación de la disposición 
normativa en la que el legislador decide ser explícito, o quizás no serlo, en cuanto a una regla de 
imputación, así como los límites que existen para sostener que no es posible gravar aquello que no está 
explicitado.  
 

2. Relación de los hechos de la controversia del expediente 
 
Los hechos de la controversia inician con la celebración de dos préstamos (back to back3) en los que 
interviene IMI, empresa domiciliada en el Perú, en el ejercicio 2003. Al respecto, un primer préstamo 
es celebrado entre la empresa Petro-Tech Peruana S.A. (en adelante, “Petro-Tech”) e IMI, de fecha 29 
de enero del 2003. Al respecto, dicho préstamo es otorgado por Petro-Tech a favor de IMI sin pactar 
interés alguno, por un monto de USD 9,175,000.00 (Nueve millones ciento setenta y cinco mil y 00/100 
Dólares de los Estados Unidos de América), con término hasta el 30 de septiembre del 2005.  
 
En la misma fecha, se celebra entre IMI y su parte vinculada Offshore Express un contrato de mutuo 
por el mismo monto, esta vez con IMI como mutuante. En efecto, con fecha 29 de enero del 2003, IMI 
y Offshore Express celebran el Contrato de Mutuo de Otorgamiento de Dinero (en adelante, “Primer 
Contrato de Mutuo entre IMI y Offshore Express”) [Ver Anexo A], en cuyo contenido se pactan las 
siguientes condiciones4: 
 

 
1 La cual reconoció como precedente de observancia obligatoria que el tratamiento para la participación del 
asociado en el caso de las asociaciones en participación califica como una forma de distribución de utilidades, a 
pesar de que el artículo 24-A de la Ley del Impuesto a la Renta exige que la distribución se realice por una “persona 
jurídica”, lo que – para efectos tributarios – no era el caso de las asociaciones en participación. 
2 En el cual se concluyó que para determinar el valor de mercado de préstamos entre partes vinculadas deben 
aplicarse las normas de precios de transferencia.  
3 Sobre ello, “los préstamos back-to-back permiten financiar a una empresa para que esta última, a su vez, financie 
a una tercera empresa con dicho capital – se pactan términos y tasas de interés equivalentes para ambos préstamos 
(uno originario y uno subsecuente)”. (Leslie B., 1980, pág. 858) 
4 Traducción libre.  
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“Objeto del contrato: 
2.1 Por medio de la presente, el MUTUANTE [IMI] se compromete a otorgar en calidad de mutuo, al 
MUTUATARIO [Offshore Express], el monto de U.S.$ 9,175,000.00 (nueve millones y ciento setenta y 
cinco mil dólares americanos). El MUTUATARIO se compromete a devolver al MUTUANTE el monto, 
sin intereses, en la forma y término establecido en las siguientes cláusulas. 
 
Obligaciones de las partes: 
3.1 El MUTUANTE se compromete a otorgar el referido monto de dinero en su totalidad hasta el 31 de 
diciembre del 2003, estando posibilitado a otorgar de manera previa, montos de dinero con cargo al mutuo, 
sin exceder la fecha límite de desembolso.  
 
3.2 El MUTUATARIO se compromete a devolver el monto completo del dinero, objecto del mutuo, sin 
cargo de intereses.” 

 
Ahora bien, de manera posterior, en el ejercicio 2004, se celebraron otros dos préstamos con los mismos 
actores en la modalidad de back-to-back: un primer préstamo de Petro-Tech a IMI, y un segundo 
préstamo de IMI a Offshore Express. En cuanto al préstamo de Petro-Tech a IMI, el mismo fue 
celebrado con fecha 1 de marzo del 2004, por un monto de USD 11,371,642.96 (Once millones, 
trescientos setenta y un mil, seiscientos cuarenta y dos y 96/100 Dólares de los Estados Unidos de 
América). En este caso, se pactó un interés equivalente a la Tasa Activa en Moneda Extranjera 
(TAMEX) vigente a las fechas de pago según el cronograma, más un porcentaje del 0.10% sobre dicha 
tasa. Estos intereses serían aplicables a partir del ejercicio 2005, y el contrato de mutuo tendría un plazo 
de 13 años (hasta el 31 de diciembre del 2017). 
 
Por otra parte, en cuanto al préstamo de IMI a Offshore Express (esto es, el “Segundo Contrato de 
Mutuo entre IMI y Offshore Express”) [Ver Anexo B], el mismo fue otorgado con fecha 1 de marzo 
del 2004 por IMI a Offshore Express por un monto idéntico al otorgado por Petro-Tech, con las 
siguientes condiciones: 
 

“Objeto del contrato: 
2.1 Por medio de la presente, el MUTUANTE [IMI] se compromete a otorgar en calidad de mutuo, al 
MUTUATARIO [Offshore Express], el monto de U.S.$ 11,371,642.96 (once millones trescientos setenta 
y siete mil seiscientos cuarenta y dos y 96/100 dólares americanos). El MUTUATARIO se compromete 
a devolver al MUTUANTE el monto en la forma y término establecido en las siguientes cláusulas. 
 
Obligaciones de las partes: 
3.1 El MUTUANTE se compromete a otorgar el referido monto de dinero en su totalidad hasta el 31 de 
diciembre del 2004, estando posibilitado a otorgar de manera previa, montos de dinero con cargo al mutuo, 
sin exceder la fecha límite de desembolso.  
 
3.2 El MUTUATARIO se compromete a devolver el monto completo del dinero, objecto del mutuo, según 
lo establecido en la cláusula 5.1 del presente contrato.  
 
[…] 
 
Cargo de intereses 
 
4.1 Ambas partes acuerdan que el presente contrato tiene un propósito de rentabilidad, consecuentemente, 
el MUTUATARIO pagará intereses compensatorios a beneficio del MUTUANTE según la tasa y forma 
de pago previstos en las siguientes cláusulas. 
 
4.2 Por medio del presente contrato se acuerda que el interés compensatorio aplicable para cumplir con los 
requisitos de la cláusula previa es el equivalente a la Tasa Activa en Moneda Extranjera (TAMEX), vigente 
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en las fechas de pago previstas en la cláusula 4.3 más un porcentaje adicional de 0.10% sobre la tasa de 
referencia. 
 
4.3 Las partes acuerdan fijar dos posibles escenarios para la oportunidad de pago de los intereses 
compensatorios que el MUTUATARIO debe cumplir: 
 
- Mensualmente. Esto se realizará el último día calendario de cada mes y podrá ser deducido de la 

factura mensual emitida por el MUTUATARIO al MUTUANTE, de acuerdo a las relaciones 
comerciales entre ambas. La tasa referencial indicada en la cláusula 4.2 será la Tasa Activa en Moneda 
Extranjera (TAMEX), aplicable de manera anual al monto otorgado. 

- Anualmente. Esta modalidad se realizará una vez al año y se llevará a cabo el 31 de diciembre del 
2005. La Tasa Activa en Moneda Extranjera (TAMEX) vigente a tal fecha será aplicable al monto 
total otorgado.  
 

4.4 Las partes acuerdan que los intereses compensatorios asumidos por el MUTUATARIO serán cobrados 
a partir del 1 de enero del 2005.”  

 
Es relevante, en este extremo, graficar de manera detallada ambas operaciones, pues son justamente 
aquellas las que determinan la naturaleza de la controversia expuesta en el Expediente de referencia. En 
síntesis, tenemos que IMI celebró, en el ejercicio 2003 y 2004, respectivamente, las siguientes 
operaciones de préstamos back-to-back:  
 

 
 
Sobre el particular, tenemos que los elementos distintivos entre ambos préstamos son, finalmente, los 
siguientes: 
 

1. El ejercicio en el cual se celebran (2003 y 2004, respectivamente). No obstante, ambos surten 
efectos al ejercicio 2005 pues para dicho ejercicio aún no se había devuelto el total de capital 
prestado a IMI.  

2. El monto del capital otorgado, finalmente, a Offshore Express (USD 9,175,000.00 y USD 
11,371,642.96).  

3. El monto de los intereses pactados (en el primer caso, un mutuo sin interés alguno, mientras 
que en el segundo caso un interés equivalente a la TAMEX vigente con un recargo del 0.10%).  
 

Es en ese contexto, en consecuencia, que la SUNAT inicia, mediante la Carta de Presentación No. 
070081137400, el procedimiento de fiscalización definitivo del Impuesto a la Renta de la Tercera 
Categoría de IMI en el ejercicio 2005.  
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Etapa de fiscalización 
 
Sobre ello, mediante el Requerimiento No. 0822070000322, de fecha 6 de junio del 2007, la SUNAT 
solicita a IMI sustentar, en su Punto No. 7, lo siguiente:  
 

“07. Se ha observado movimiento en las Cuentas por Cobrar Diversas, correspondiente a préstamos 
concedidos. Al respecto, se les solicita se sirvan a exhibir los Contratos originales por los préstamos 
otorgados, tanto durante el ejercicio, como el correspondiente al saldo inicial, adjuntando copias 
fotostáticas firmadas y selladas por el representante legal; asimismo deberán sustentar documentariamente 
y con la base legal respectiva, la procedencia u origen del dinero cedido en el préstamo, los documentos 
bancarios de las operaciones efectuadas para la realización de tales préstamos (recepción, amortización y 
cancelación), así como la respectiva contabilización, tanto al otorgarlos como al cobrarlos, la 
contabilización específica de los intereses generados y cobrados.”  
 

[Énfasis agregado] 
 
La SUNAT advierte, en este punto, que es necesario demostrar que los préstamos otorgados a Offshore 
Express generaron un interés a favor de IMI, por lo que exige su contabilización específica.  
 
Ante ello, IMI responde a dicho Requerimiento No. 0822070000322 explicando que tiene registrado 
como Cuentas por Cobrar Diversas (Cuenta 161) el monto de USD 13,780,195.87, que representa el 
saldo de USD 2,408,552.91 por el préstamo de USD 9,175,000.00 otorgado por IMI a Offshore Express 
en el 2003, y el total de USD 11,371,642.96 del préstamo otorgado por IMI a Offshore Express en el 
20045. Sobre ello, en consecuencia: 
 

 
 
Por otra parte, entre los medios probatorios que presentó IMI en el marco de dicha Respuesta al 
Requerimiento No. 0822070000322, se encuentra el Estudio de Precios de Transferencia del Ejercicio 
2005 (en adelante, el “EPT 2005”). En la página 14 del EPT 2005, se precisa que durante el ejercicio 
2005 la Compañía aplicó una tasa de interés de 9.380% sobre el préstamo otorgado a Offshore Express.  
 
Sobre el particular, el EPT 2005 señala que la dicha tasa de interés anual (9.380%) se encontraba dentro 
del rango intercuartil del promedio de las tasas de intereses comerciales durante el ejercicio 2005, 
registradas por los principales bancos del sistema financiero nacional. El detalle es el siguiente: 
 

 
5 Sobre ello, IMI refiere que en cuanto al Segundo Contrato de Mutuo entre IMI y Offshore Express, ha 
provisionado en el ejercicio 2005 el importe de USD 1,078,029.34 que representa los intereses generados por el 
préstamo de USD 11,371,642.96 otorgado en el 2004. Dichos intereses representarían una tasa anual del 10.549% 
sobre el capital otorgado.   

Fecha del préstamo Capital Intereses
29/01/2003 2,408,552.91USD             No se pactaron.

1/04/2004 11,371,642.96USD           1,078,029.34USD           * provisionados

Gráfico 2. Saldo pendiente por pagar de préstamos otorgados a Offshore Express en los ejercicios 2003 y 2004, al 2005.

Saldo al cierre del ejercicio 2005
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En su Cierre al Requerimiento No. 0822070000322, la SUNAT precisa que “se emitirá otro 
requerimiento complementario a fin de determinar la causalidad de dichos préstamos con las 
actividades económicas del contribuyente”.  
 
Posteriormente, con fecha 13 de marzo del 2008, la SUNAT notificó a IMI con el Requerimiento No. 
0822080000225. En dicho Requerimiento No. 0822080000225, la SUNAT solicitó a IMI que sustente 
lo siguiente: 
 

“A) Sírvanse sustentar el no haber cobrado y/o provisionado intereses por el préstamo otorgado a Offshore 
Express Inc. por US$ 9’175,000 (según contrato de mutuo firmado el 29 de enero del 2003); caso contrario 
sírvanse rectificar su Declaración Jurada Anual 2005, adicionando a la renta neta gravable los intereses 
correspondientes, los cuales deberán calcularlos aplicando la tasa del 9.38% anual que utilizaron en el 
cálculo de intereses con otro préstamo otorgado a la misma compañía Offshore Express Inc. (según 
contrato de mutuo firmado el 1 de marzo del 2004), teniendo en cuenta que las conclusiones expuestas en 
el Estudio de Precios de transferencia – Ejercicio Gravable 2005, que ustedes presentaron durante la 
fiscalización, éste determina que la tasa en referencia se enmarca en las prácticas normales de mercado y 
el sistema legal respectivo. BASE LEGAL: Art 32° y 32°-A TUO de la Ley del Impuesto a la Renta (DS 
179-2004-EF y modificatorias).” 
 

[Énfasis agregado] 
 
Nótese que la SUNAT, en este extremo, cuestiona que durante el ejercicio 2005 el Primer Contrato de 
Mutuo entre IMI y Offshore Express (USD 9,175,000.00) no haya generado intereses para efectos 
tributarios, y exige que IMI reconozca dichos intereses – en este caso, intereses fictos pues no se 
pactaron en la realidad – en su Declaración Jurada Anual del ejercicio 2005.  
 
En su Respuesta al Requerimiento No. 0822080000225, IMI explica – de manera breve y sintética – 
que la razón por la que no registró ingreso alguno por intereses vinculados al Primer Contrato de Mutuo 
entre IMI y Offshore Express (USD 9,175,000.00) durante el ejercicio 2005 fue porque en dicho 
contrato no se pactaron intereses. Agrega, no obstante, que los artículos 32 y 32-A de la LIR no le son 
aplicables, pues el préstamo se pactó en el ejercicio 2003: 
 

“Como ya hemos señalado en el punto 1.1) de este escrito, indicamos que en el primer préstamo otorgado 
a la empresa Offshore Express Inc. por US $ 9’175,000.00 según contrato suscrito con fecha 29/01/2003 

Mes Mínimo Cuartil inferior Mediana Cuartil superior Máximo
Enero 6.69 7.04 8.39 11.42 14.19

Febrero 4.83 7.22 8.16 9.13 14.65

Marzo 5.07 7.45 8.66 10.42 18.01

Abril 3.99 5.95 9.13 10.54 11.52

Mayo 1.26 5.35 7.66 8.84 11.36

Junio 3.65 5.23 8.94 9.82 14.39

Julio 5.16 6.21 7.52 8.6 12.57

Agosto 4.95 6.32 8.88 11.24 19.20

Setiembre 1.33 5.40 7.20 7.87 12.39

Octubre 1.33 5.40 7.20 7.87 12.39

Noviembre 5.00 5.26 5.95 6.36 10.56

Diciembre 5.65 5.74 5.96 8.52 11.08

Tasa cobrada por IMI a 
Offshore Express

Gráfico 3. Comparación de tasa cobrada por IMI a Offshore Express con rango intercuartil según EPT.

9.380
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en la clausula 2.1 indica que no hay obligación de pago de intereses por parte de la empresa Offshore 
Express Inc. 
Por lo tanto no hubo materia imponible a declarar por concepto de intereses del saldo de este préstamo al 
31/12/2005, que asciende a $ US$2’408,552.91 (S/.8’258,927.93). 
 
La reglamentación del Art. 32-A, recién se da mediante Decreto Legislativo No. 945 para establecer el 
valor de mercado para las operaciones entre partes vinculadas a partir del 01/01/2004 cuando ya se había 
suscrito el contrato de préstamo entre IMI del Perú SAC y Offshore Express Inc. el 29 de enero de 2003 
con las condiciones correspondientes. Por tanto el Decreto Legislativo No. 945 no debe aplicarse para una 
operación financiera efectuada con anterioridad a su vigencia.  
 
Para el segundo préstamo que IMI del Perú SAC otorgó a Offshore Express Inc. por el monto de US$ 
11’371 ,642.96 de fecha 01/03/2004 se estableció la tasa de interés de 9.34% por cuanto ya estaba 
reglamentado el establecimiento del “valor de mercado”, Decreto Legislativo No. 945, vigente el 
01/01/2004; por ello fue incluido en el Estudio de Precios de Transferencia del año 2005. 
 
Hasta el 31 de diciembre del año 2005 no había la obligación de contar con Estudio de Precios de 
Transferencia. En efecto, el nuevo Reglamento Decreto Supremo No. 190-2005-EF en cuanto a las 
obligaciones formales para los ejercicios 2004 y 2005, en sus disposiciones finales, indica que “el 
cumplimiento de las obligaciones formales a las que se refiere el inciso g) del artículo 32-A (de la Ley 
del IR), sólo serán exigibles a partir de la entrada en vigencia del reglamento”, lo cual se produjo el 1 
de enero del 2006. 
 
Por tanto la SUNAT para la operación de préstamo que se ha dado en el año 2003, y en donde no se ha 
establecido tasa de interés, debemos entender que IMI del Perú SAC como contribuyente ha actuado de 
acuerdo con la ley (de buena fe), está en posición de demostrar que no generó un menor pago del Impuesto 
a la Renta.”  
 

[Énfasis agregado] 
 
La SUNAT, por su parte, discute lo señalado por IMI en este extremo. En el Anexo No. 1 al Cierre del 
Requerimiento No. 0822080000225, la SUNAT precisa que “si bien el Contrato de Mutuo fue firmado 
en una fecha anterior a la disposición normativa que especifica el cálculo de intereses para los casos 
generados entre entidades vinculadas, la aplicación de la misma es de observancia obligatoria a partir 
de su entrada en vigencia, no pudiendo ser desautorizada por un convenio privado entre las partes, en 
tanto las leyes únicamente pueden no aplicarse o dejarse de aplicar por mandato expreso de otra ley”.  
 
La Administración Tributaria concluye lo siguiente: 
 

“Por lo tanto, se determina que el contribuyente debió haber calculado intereses en el préstamo otorgado 
el 29.ene.2003 [sic] a Offshore Express Inc. (entidad vinculada), respecto del saldo que mantenía al 
01.ene.2005, ascendente a US$2’408,553 (S/8’258’927.93), y sobre los cuales se calcularán los intereses 
según se detalla en el Anexo No. 2 al presente cierre.”  

 
El Anexo No. 2 del Cierre del Requerimiento No. 0822080000225 establece, efectivamente, la forma 
de aplicación de la SUNAT en cuanto a los intereses que se le imputan a IMI, durante el ejercicio 2005, 
por el préstamo otorgado a Offshore Express Inc. en el ejercicio 2003. El detalle es el siguiente: 
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Es en ese contexto que la SUNAT determina una omisión por ingresos por intereses fictos no declarados 
por el Contribuyente en el ejercicio 2005. La explicación es la siguiente: al ser una operación entre 
partes vinculadas, la misma debe encontrarse a “valor de mercado” según las normas de valorización y 
precios de transferencia de la LIR. En ese sentido, la SUNAT aplicó la tasa del 9.38% – aplicada para 
el Segundo Contrato de Mutuo entre IMI y Offshore Express y que, según su propio Estudio de Precios 
de Transferencia, estaría a valor de mercado – sobre el saldo del Primer Contrato de Mutuo entre IMI 
y Offshore Express al cierre del ejercicio 2005 (S/ 8,263,745.00). El resultado, de S/ 775,139.28, es el 
ingreso por intereses fictos que no habría incluido IMI en su Declaración Jurada Anual del Impuesto a 
la Renta de Tercera Categoría.  
 
En consecuencia, la SUNAT emite la Resolución de Determinación No. 082-003-0002399, en la cual 
establece la “Omisión de ingresos por intereses no efectuados en préstamos concedidos”. El detalle es 
el siguiente: 
 
 

Importe total del préstamo 9,175,000.00USD              

Saldo del préstamo al 31.12.05 8,263,745.00S/                  

Tasa de interés (*) 9.38%

Intereses ejercicio 2005 775,139.28S/                     
Intereses cobrados 2005 -S/                                  

Ingresos por intereses omitidos 775,139.28S/                     

Nota
(*) Se aplica la tasa utilizada para el ejercicio fiscal 2005 con 

otro préstamo otorgado por el contribuyente, en concordancia 

con el Estudio de Precios de Transferencia del Ejercicio 

Gravable 2005, presentado por el mismo y teniendo en cuenta 

los puntos de referencia entre el préstamo en cuestión con el 

préstamo del cual se toma la tasa, que permiten efectuar la 

comparabilidad según se detalla:

- El deudor es el mismo en ambos préstamos: Offshore 

Express Inc.

- El fin del préstamo es el mismo en ambos casos: Desarrollo 

de project.

- La entrega del dinero se hace en igual modalidad en ambos 

préstamos: Efectivo, por remesas hasta completar el total 

pactado, con límite de plazo para ello.

- La devolución del dinero se hace en similar modalidad para 

ambos préstamos: Efectivo, por remesas hasta completar el 

total recibido, con límite de plazo en años para devolverlo. 

BASE LEGAL: Art. 32 y 32-A TUO de la Ley del Impuesto a la 

Renta.

Gráfico 4. Aplicación de la tasa de interés al saldo del préstamo al cierre del ejercicio 

2005, efectuado por la SUNAT.
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Por otra parte, la SUNAT también emitió la Resolución de Multa No. 082-002-0002582, por el monto 
de S/ 655,012.00, vinculadas a las presuntas omisiones detectadas en el procedimiento de fiscalización 
del Impuesto a la Renta de la Tercera Categoría del 2005 de IMI, el cual concluyó con la emisión de los 
referidos valores.  
 
Etapa de reclamación 
 
Con fecha 5 de febrero del 2009, IMI interpuso el Recurso de Reclamación contra la Resolución de 
Determinación No. 082-003-0002399 y la Resolución de Multa No. 082-002-0002582.  
 
En el extremo particular de los ingresos por intereses omitidos por el Primer Contrato de Mutuo entre 
IMI y Offshore Express, celebrado en el ejercicio 2003 y sobre el cual se aplicó la tasa de interés de 
9.38% al saldo pendiente de pago al cierre del ejercicio 2005, IMI señaló que “según contrato suscrito 
con fecha 29/01/2003 en la cláusula 2.1 [se] indica que no hay obligación de pago de intereses por 

parte de la empresa Offshore Express Inc, no existiendo norma legal alguna que nos obligque a fijar 
dichos intereses a los cuales se alude”.  
 
El argumento principal de IMI en su Recurso de Reclamación es que la reglamentación del artículo 32-
A de la LIR recién se da mediante el Decreto Legislativo No. 945 para establecer el valor de mercado 
entre partes vinculadas, por lo que el mismo no debe aplicarse para una operación financiera efectuada 
en el ejercicio 2003.  
 
Por su parte, con fecha 29 de abril del 2010, la Intendencia Regional de Piura de la SUNAT emitió la 
Resolución de Intendencia No. 085-014-0001380, la cual declaró INFUNDADA la reclamación 
interpuesta por IMI.  
 
Sobre el extremo del reparo por ingresos omitidos por intereses sobre el préstamo a Offshore Inc, 
celebrado en el ejercicio 2003, la SUNAT precisa que la determinación efectuada en etapa de 
fiscalización por parte de la SUNAT corresponde al ejercicio 2005, toda vez que dicho contrato 
continuaba surtiendo efectos en dicho ejercicio.  
 
En estricto, la SUNAT refiere a que en el ordenamiento jurídico peruano se ha adoptado el principio 
de aplicación inmediata de las normas, “de acuerdo con el cual las normas son aplicables a los 
hechos, relaciones y situaciones que ocurren mientras tienen vigencia”. La Administración agrega que 
“de conformidad con nuestro ordenamiento jurídico y el principio de aplicación inmediata de las 
normas, el procedimiento de determinación del valor de mercado sobre servicios financieros 
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efectuados debe aplicarse a los hechos ocurridos, así como a las consecuencias de hechos anteriores 
que se producen a partir de la vigencia de la norma que dispuso tal aplicación de valor de mercado”.  
 
Finalmente, la SUNAT confirma el reparo en este extremo en el siguiente sentido: 
 

“Que, como se puede advertir de lo expuesto precedentemente, el préstamo otorgado por la recurrente a la 
empresa Offshore se efectuó por contrato suscrito el 29.01.2003, hecho que se dio con una normatividad 
que posteriormente fue modificada (por el Decreto Legislativo No. 945 publicado el 23.12.2003 y vigente 
a partir del 01.01.2004). 
 
Que, en tal sentido, de conformidad con nuestro ordenamiento jurídico y el principio aplicación inmediata 
de las normas, el procedimiento de determinación del valor de mercado sobre servicios financieros 
efectuados debe aplicarse a los hechos ocurridos, así como a las consecuencias de hechos anteriores que 
se producen a partir de la vigencia de la norma que dispuso tal aplicación de valor de mercado; 
 
Que, en consecuencia, en tanto la modificación introducida por el Decreto Legislativo No. 945, vigente 
desde el 01 de enero de 2004, resulta aplicable a la determinación del valor de mercado por transacciones 
(servicio financiero) entre empresas o partes vinculadas (que no es materia de impugnación) por el saldo 
de la deuda existente al 01 de enero de 2005 y que se mantiene al 31 de diciembre del mismo año, procede 
a mantener el reparo en cuestión;” 

 
En síntesis, entonces, tenemos que en etapa de reclamación IMI argumentó que, en tanto es recién a 
partir del 1 de enero del 2004 se reguló en la LIR el artículo 32-A el cual contenía los métodos de 
precios de transferencia para determinar el valor de mercado en las transacciones entre partes vinculadas 
(mediante el Decreto Legislativo No. 945). En ese sentido, no resulta aplicable dicha normativa a un 
préstamo celebrado previamente – en el ejercicio 2003. 
 
La SUNAT, por su parte, argumenta que si bien es cierto que la regulación de las normas de precios de 
transferencia en la LIR recién se da con el Decreto Legislativo No. 945 – esto es, a partir del ejercicio 
2004 –, el préstamo otorgado por IMI a Offshore Express en el ejercicio 2005 siguió surtiendo efectos 
durante el ejercicio 2005. Por ende, en tanto al ejercicio 2005 ya se encontraba vigente la normativa 
que exigía que las transacciones entre partes vinculadas se encuentren a valor de mercado, es correcto 
que la SUNAT ajuste el valor de dicho mutuo.  
 
Etapa de apelación 
 
Con fecha 28 de mayo del 2010, IMI interpuso el Recurso de Apelación contra la Resolución de 
Intendencia No. 085-014-0001380 la cual declaró infundado el Recurso de Reclamación interpuesto 
contra los valores emitidos por la SUNAT por el Impuesto a la Renta de Tercera Categoría del ejercicio 
2005, los cuales incluyeron el reparo por ingresos omitidos por intereses sobre el préstamo otorgado 
por Offshore Express Inc, en el ejercicio 2003, durante el ejercicio 2005. 
 
En dicho escrito de apelación, IMI reitera que no era posible aplicar las normas de precios de 
transferencia – previstas en el artículo 32-A de la LIR – a una operación celebrada en el ejercicio 2003, 
toda vez que las mismas recién fueron incorporadas en la LIR a partir del 1 de enero del 2004.  
 
En su escrito de apelación, sin embargo, IMI agrega que, en cualquier caso, la metodología utilizada 
por la SUNAT para determinar el valor de mercado de los intereses sobre el préstamo gratuito es 
equívoca. Al respecto, señala que la SUNAT, al utilizar la tasa de interés del 9.38% como referencia 
del “valor de mercado” (pues fue la pactada con Offshore Express Inc en el Segundo Contrato de 
Mutuo), contraviene el artículo 32- de la LIR, “ya que como lo establece el inciso d) de dicha norma, 
la transacción llevada a cabo con una parte vinculada (préstamo a vinculada del exterior) debe ser 
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sometida a un análisis de comparabilidad con otras transacciones realizadas entre partes 

independientes, en condiciones similares o iguales”. Por ende, considera que es erróneo tomar como 
operación comparable otra, igual o similar, llevada a cabo con la misma parte vinculada.  
 
IMI agrega que, en realidad, la SUNAT debió utilizar como tasas comparables para determinar el “valor 
de mercado” de su operación con Offshore Express Inc. “las tasas pasivas de mercado para depósitos 
en dólares y a más de 360 días de plazo, vigentes durante el ejercicio 2005”.  
 
Finalmente, IMI alega en su escrito de apelación que en tanto las normas reglamentarias del artículo 
32-A de la LIR (esto es, las normas relativas a la aplicación de dicho artículo en el Reglamento de la 
LIR) recién fueron aprobadas por el Decreto Supremo No. 190-2005-EF. Dichas normas 
reglamentarias, que precisan la forma de cuantificación de los ajustes de valor de mercado, recién entró 
en vigencia a partir del 1 de enero del 2006, por lo que no correspondía realizar dichos ajustes durante 
el ejercicio 2005.   
 
Por otra parte, con fecha 22 de julio del 2013, IMI interpuso un escrito ampliatorio a su Recurso de 
Apelación, desarrollando mayores argumentos en contra del reparo efectuado por la omisión a los 
ingresos por intereses generados durante el ejercicio 2005 por el préstamo otorgado por IMI a Offshore 
Express Inc. en el ejercicio 2003. 
 
En dicho escrito, IMI refiere – en cuanto a los elementos sustanciales de la controversia6 – al ejercicio 
2005 la LIR no contemplaba la existencia de “rentas imputadas” para las rentas de fuente extranjera, 
como lo constituyen las colocaciones de capital en el exterior realizadas por empresas peruanas. En 
efecto, IMI refiere que las únicas rentas de fuente extranjera contempladas en la LIR son las “rentas 
reales” [sic]. Ello se desprendería de los artículos 51, 51-A y 57 de la LIR. El artículo 51 precisa que es 
posible compensar los resultados de las rentas de fuente extranjera y si de dichas operaciones resultara 
una renta neta, la misma se sumará a la renta neta de fuente peruana – lo que, según el escrito ampliatorio 
de IMI, implica que no es posible imputar rentas fictas a las rentas de fuente extranjera, pues estas 
últimas únicamente son aquellas que “sean arrojados” por una fuente productora. Por otra parte, agrega 
que el artículo 51-A permite la deducción de gastos de la renta neta de fuente extranjera cuando los 
gastos hayan sido necesarios para producirla y mantener su fuente – lo cual es posible, únicamente, en 
el caso de rentas reales y no así en el caso de rentas imputadas. Finalmente, el artículo 57 establece que 
el criterio temporal para la imputación de las rentas de fuente extranjera que no provengan de un negocio 
o empresa en el exterior se imputarán al ejercicio gravable en que se perciban – lo cual no es posible 
para las rentas fictas, las cuales nunca son puestas a disposición del contribuyente que las genera7.  

 
6 Nos referimos a ellos pues es justamente la materia que pretendemos dilucidar en el presente estudio (la 
aplicación de normas de precios de transferencia a servicios de financiamiento gratuitos), y no así a la eventual 
nulidad de los valores que argumenta IMI en su escrito ampliatorio por vulnerar el procedimiento legalmente 
establecido para la fiscalización.  
7 En cuanto al argumento de IMI que no es posible imputar “rentas fictas” a las “rentas de fuente extranjera” pues 
aquellas únicamente son “rentas reales”, el mismo no se desarrolla exhaustivamente en el presente Informe, debido 
a que preferimos enfocarnos a un análisis desde las teorías de renta y el derecho constitucional de la controversia 
(la posibilidad de imputar rentas fictas ante servicios gratuitos a pesar de que la LIR vigente no haya sido explícita 
en ese sentido), sin adentrarnos en las consecuencias que tienen los diferentes criterios jurisdiccionales en nuestra 
norma. No obstante, precisamos que el argumento de IMI no es razonable, pues: i) que los artículos 51 y 51-A de 
la LIR establezcan que estamos ante rentas de fuente extranjera generadas por “fuentes productoras” no es 
suficiente para negar la posibilidad de imputar rentas fictas, máxime cuando el artículo 37 de la LIR (que regula 
los gastos para las rentas de tercera categoría) utiliza el mismo lenguaje respecto de las “rentas de fuente peruana” 
(sobre las cuales sí existe la posibilidad de imputar rentas fictas), y ii) que el artículo 57 de la LIR establezca que 
las rentas de fuente extranjera no empresariales se imputen cuando se “perciban” únicamente regula el aspecto 
temporal del hecho imponible, lo que no enerva que la renta ficta – mediante una ficción – pueda imputar un 
criterio temporal propio (p. ej., que los intereses se generaren mes a mes desde el desembolso del capital, a pesar 
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Así, argumenta IMI, no habría norma que habilite la imputación de una renta ficta en el caso de rentas 
de fuente extranjera, por lo que – al no existir renta alguna – no corresponde imputar intereses a IMI 
por el préstamo otorgado a Offshore Express Inc.  
Con fecha 5 de marzo del 2019, el Tribunal Fiscal resolvió el caso en cuestión mediante su Resolución 
No. 02112-5-2019 [Ver Anexo C]. En dicha Resolución, el Tribunal reconoce que al ejercicio 20058, 
el artículo 26 de la LIR9 establecía la imputación de un interés presunto a los préstamos gratuitos.  
 
Por su parte, el Tribunal también se refiere a la redacción del artículo 32 de la LIR vigente al ejercicio 
2005, la cual permitía que la SUNAT ajuste a valor de mercado las transacciones entre partes vinculadas 
tales como “las ventas, aportes de bienes y demás transferencias de propiedad a cualquier título, así 
como prestación de servicios y cualquier otro tipo de transacción”- 
 
En la RTF No. 02112-5-2019, el Tribunal se detiene aquí para reconocer que el artículo 32 fue 
modificado, a partir del ejercicio 2006, por la Ley No. 28655. Exponemos aquí la diferencia crucial 
entre la redacción del artículo 32 de la LIR vigente al 2005 y al 2006, respectivamente: 
 

Artículo 32 de la LIR antes de su 
modificación por la Ley No. 28655 

Artículo 32 de la LIR después de su 
modificación por la Ley No. 28655 

 
En los casos de ventas, aportes de bienes y 
demás transferencias de propiedad a 
cualquier título, así como prestación de 
servicios y cualquier otro tipo de transacción, 
el valor asignado a los bienes, servicios y demás 
prestaciones, para efectos del Impuesto, será el 
de mercado. Si el valor asignado difiere del de 
mercado, sea por sobrevaluación o subvaluación, 
la Superintendencia Nacional de Administración 
Tributaria - SUNAT procederá a ajustarlo tanto 
para el adquirente como para el transferente. 

 
En los casos de ventas, aportes de bienes y 
demás transferencias de propiedad, de 
prestación de servicios y cualquier otro tipo de 
transacción a cualquier título, el valor asignado 
a los bienes, servicios y demás prestaciones, para 
efectos del Impuesto, será el de mercado. Si el 
valor asignado difiere al de mercado, sea por 
sobrevaluación o subvaluación, la 
Superintendencia Nacional de Administración 
Tributaria - SUNAT procederá a ajustarlo tanto 
para el adquirente como para el transferente. 

 
 
Resalta en el cambio normativo, conforme lo reconoce el Tribunal, que el artículo 32 de la LIR vigente 
al ejercicio 2005 señalaba que los ajustes de valor de la SUNAT aplicaban para:  
 

1. Los aportes de bienes y demás transferencias de propiedad a cualquier título, y; 
2. A la prestación de servicios y cualquier otro tipo de transacción.  

 
Por otra parte, una vez modificado el artículo 32 de la LIR por la Ley No. 28655, vigente a partir del 
ejercicio 2006, la lectura – según el Tribunal Fiscal – sería que los ajustes de valor de la SUNAT 
aplicaban para: 

 
de que en estricto no se “perciban”). Finalmente, agregamos que no existe razón técnico constitucional – a nuestro 
criterio – para que los ingresos que califiquen como rentas de fuente extranjera no estén sujetas a las normas 
valorativas de la LIR.    
8 El Tribunal, aquí, se refiere al texto de la LIR según el Decreto Supremo No. 054-99-EF, modificado por el 
Decreto Legislativo No. 945, vigente hasta el cierre del ejercicio 2004. La redacción del artículo 26 en dicha 
norma es idéntica a la redacción del artículo 26 vigente al ejercicio 2005, contenida en la LIR actual (Decreto 
Supremo 179-2004-EF).  
9 Corresponde precisar, en este extremo, que en etapa de fiscalización y reclamación la SUNAT no referenció el 
artículo 26 de la LIR como base normativa que sustente el reparo efectuado por la omisión de los ingresos por 
intereses.  
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1. Los aportes de bienes y demás transferencias de propiedad a cualquier título, y; 
2. A la prestación de servicios y cualquier otro tipo de transacción a cualquier título.  

 
En este extremo de su Resolución, el Tribunal refiere que la Ley No. 28655, la cual modificó el artículo 
32 de la LIR en los términos explícitos, no puede ser entendida como una norma meramente 
interpretativa (i.e. fijando una interpretación auténtica a las interpretaciones posibles que existen 
respecto de la norma “clarificada”), sino que – por el contrario – es una norma modificatoria, pues “la 
Ley No. 28655, más que tener carácter de aclaración, añade una regla del valor de mercado en los 
casos de prestación de servicios y cualquier tipo de transacción a título gratuito, por lo que dicha 
norma no ostenta la calidad de norma interpretativa sino de modificación”.  
 
El Tribunal concluye, en consecuencia, que al ejercicio 2005 no existía una regla de valor de mercado 
que fuese aplicable a los servicios a título gratuito, pues al no indicarse la expresión “a cualquier título” 
solamente se podría entender aplicable a operaciones a título oneroso.   
 
Esto último se desprende, a criterio del Tribunal, de la Exposición de Motivos de la Ley No. 28655. En 
dicha Exposición de Motivos, el legislador expresó el siguiente sustento para modificar el artículo 32 
de la LIR: 
 

“De la redacción del primer párrafo del artículo 32 de la LIR fluye que actualmente se ajusten a valor de 
mercado las transacciones de bienes a cualquier título (oneroso o gratuito) así como las prestaciones de 
servicios. Sin embargo, en este último caso teniendo en cuenta que la norma no ha indicado que el ajuste 
se efectúa cuando el servicio se hubiese prestado a cualquier título, se puede llegar a concluir que sólo se 
ajusta cuando ha sido prestado a título oneroso.  
 
Tal conclusión conlleva a los siguientes problemas: (i) No existe una diferencia sustancial entre un servicio 
prestado a título gratuito y otro por el que se cobra un importe simbólico; no obstante, de acuerdo con la 
normatividad vigente, sólo podría ajustarse el último; y, (ii) No existe razón técnica que sustente el 
tratamiento diferenciado entre la transferencia de un bien y la prestación de un servicio, ambos realizados 
a título gratuito.  
 
[…] 
 
Por las razones expuestas, se propone: 
 
(i) Establecer la obligación de ajustar a valor de mercado la prestación de servicios aun cuando se hubiese 
efectuado a título gratuito […].”  

 
Por estas razones, el Tribunal concluye en su Resolución No. 02112-5-2019 que, al ejercicio 2005, la 
regla del valor de mercado prevista en el artículo 32 de la LIR era aplicable únicamente para los 
servicios a título oneroso, y no así al servicio de financiamiento a título gratuito como el pactado por 
IMI con Offshore Express Inc en el ejercicio 2003. En consecuencia, el Tribunal Fiscal dispone levantar 
el reparo de la SUNAT y revocar la resolución apelada en el extremo de la omisión por ingresos por 
intereses.  
 
Es importante mencionar que en la Resolución No. 02112-5-2019, la vocal Márquez Pacheco emite un 
voto singular, según el cual difiere del sustento jurídico por el cual el Tribunal levanta el reparo de la 
SUNAT. En efecto, la vocal Márquez Pacheco refiere a que al ejercicio 2005 el artículo 26 de la LIR 
precisaba que “todo préstamo en dinero, cualquiera que sea su denominación, naturaleza o forma o 
razón, devenga un interés”. En ese sentido, la vocal considera que el artículo 26 contiene una presunción 
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de intereses sobre todos los préstamos otorgados, y que dicho artículo, en su párrafo final, se remite al 
artículo 32, numeral 4 de la LIR para efectos valorativos.  
 
El voto singular de la vocal Márquez Pacheco, no obstante, dispone levantar el reparo de la SUNAT en 
este extremo pues la aplicación automática al préstamo de IMI de la tasa de interés utilizada en otro 
préstamo con el mismo deudor no refleja una correcta aplicación de las normas de precios de 
transferencia, conforme lo exige el numeral 4 del artículo 32 de la LIR. 
 
Queremos distinguir, en este punto, las razones por las que el Tribunal Fiscal y la vocal Márquez 
Pacheco optan por levantar el reparo efectuado por la SUNAT:  
 

• El Tribunal Fiscal considera que, al ejercicio 2005, en tanto el artículo 32 no establecía su 
aplicación para servicios “a cualquier título”, solamente era posible valorar los servicios a título 
oneroso, por lo que la SUNAT no se encontraba habilitada para valorar un préstamo (servicio 
de financiamiento) gratuito entre partes vinculadas.  
 

• La vocal Márquez Pacheco considera que la SUNAT estaba habilitada para valorar los 
préstamos a cualquier título, toda vez que el artículo 26 de la LIR precisa que se presume que 
todo préstamo devenga un interés, y que dicha valoración – por remisión del mismo artículo 26 
– debe realizarse según el numeral 4 del artículo 32 de la LIR. En este caso, la SUNAT no 
habría aplicado correctamente dicho numeral.  
 

Con fecha 2 de mayo del 2019, IMI interpuso una solicitud de aclaración en cuanto a la Resolución del 
Tribunal Fiscal No. 02112-5-2019, pues exige entender si el Tribunal Fiscal se estaría pronunciado 
sobre la interpretación aplicable al artículo 32 de la LIR a partir del ejercicio 2006 (el cual no fue materia 
de controversia). El Tribunal, mediante su Resolución No. 04531-5-2019, responde con que las 
referencias a la norma a partir del ejercicio 2006 se realizaron meramente con una finalidad explicativa.  

Habiendo sintetizado los hechos que dan ocasión al expediente materia de análisis, pasamos a discutir 
y argumentar en cuanto a los principales problemas jurídicos que reconocemos en esta controversia.  

 
3. Principales problemas jurídicos del expediente 

 
Atendiendo a los hechos aquí expuestos, hemos extraído tres (3) principales problemas jurídicos sobre 
los cuales quisiéramos realizar un análisis exhaustivo y brindar nuestras conclusiones. Dichos 
problemas son: i) el Estado Constitucional de Derecho y la constitucionalización del tributo, ii) teorías 
de renta – bases teóricas y alcances en nuestra legislación, y iii) la posibilidad de aplicar una renta ficta 
a los préstamos gratuitos entre partes vinculadas al ejercicio 2005.   
 
Analizamos en este extremo si es que, durante el ejercicio 2005, era posible aplicar las reglas de 
valoración contenidas en el artículo 32 de la LIR a los servicios de financiamiento gratuito entre partes 
vinculadas. En ese sentido, buscamos determinar si es que, conforme alega el Tribunal Fiscal en su 
Resolución No. 02112-5-2019, no existía en el ordenamiento tributario peruano la habilitación para que 
la SUNAT determine el “valor de mercado” de servicios prestados a título gratuito entre partes 
vinculadas.  
 
3.1 El Estado Constitucional de Derecho y la constitucionalización del tributo 
 
Antes de adentrarnos en el concepto de “renta”, sus bases teóricas y sus alcances en nuestra legislación, 
es imprescindible reconocer la evolución del Estado de Derecho al denominado Estado Constitucional 
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de Derecho. En efecto, cierta doctrina – en particular, García Belsunce – considera que para entender 
qué se debe considerar “renta” para aplicar un impuesto basta referirnos a la lo que señale el legislador, 
dejando a su total criterio el alcance del concepto. 
 
Ello debe ser matizado ante la constitucionalización del derecho y, en particular, del derecho tributario: 
el ordenamiento no debe ser entendido como una mera manifestación de voluntades del legislador 
respecto de qué, cómo y cuándo gravar las rentas de los contribuyentes, sino que – en la modernidad – 
las normas deben optimizar los principios constitucionales que recoge la Carta Magna.  
 
3.1.1 El Estado de Derecho 
 
En efecto, podemos reconocer que, en respuesta al concepto de un Estado absolutista, con concentración 
de poderes y restricciones a las libertades personales, se desarrolla el denominado Estado de Derecho. 
¿Cuál es la evolución histórica de este concepto y cómo se desarrolla? Nos adherimos a lo explicado 
por García Toma, quien señala que las etapas de la evolución del Estado de Derecho son las siguientes: 
 

a) Primera etapa: concepción imperial romana 
 
En este caso, para García Toma, se instauró un Estado materializado en el emperador en el 
Imperio Romano, donde la concepción del derecho era inexorable de la figura del líder 
supremo. En estricto, la voluntad del emperador sería la máxima ley10. 
 
La expresión más nítida de esta concepción del ordenamiento jurídico la brinda Justiniano I 
(527 a 565 d.C.), quien señalaría que “Dios había subordinado a las leyes al emperador, porque 
Él lo había enviado a los hombres como ley viva” (García Toma, 2010, pág. 160).   
 

b) Segunda etapa: concepción cristiana 
 
Posteriormente surge, con lo planteado por diversos teólogos (San Agustín de Hipona, San 
Isidoro de Sevilla y Santo Tomás de Aquino, entre otros), una vinculación del poder estatal a 
la legitimación proveniente de la ley natural – una especie de delegación suprahumana, 
proveniente de Dios (García Toma, 2010, pág. 161). 
 

c) Tercera etapa: constitucionalismo moderno  
 
Finalmente, a fines del siglo XVII se empiezan a desarrollar una triada de conceptos que 
resultarán fundamentales para el Estado en su concepción moderna: la seguridad, libertad e 
igualdad.  
 
En efecto, durante la tensión entre los gobiernos monárquicos y/o absolutistas, es posible 
destacar la Constitución de los Estados Unidos del 5 de marzo de 1789 y la Constitución 
francesa de 1791, donde el Estado proviene de una tensión por limitar su poder ante la irrupción 
arbitraria sobre las libertades de las personas. (García Toma, 2010, pág. 162). 

 
Al respecto, entre las características propias de esta concepción del Estado de Derecho, el autor 
menciona las siguientes (García Toma, 2010, pág. 162): 
 

• El Estado y los particulares están sujetos a las leyes dictadas por el parlamento, el cual encarna 
la soberanía popular (el principio de legalidad).  

 
10 De ahí el axioma princeps legibus solutus – “el príncipe no está sujeto a la ley”. 
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• Existe una jerarquía normativa que ofrece una visión piramidal del ordenamiento jurídico.  
• Se desarrolla el principio de publicidad de las normas.  
• Las normas tienen una vigencia respecto de hechos o consecuencias jurídicas del futuro 

[principio de irretroactividad], con una excepción en materia penal.  
• El respeto a las normas legales vigentes al momento de la celebración de los contratos [es decir, 

el principio de seguridad jurídica].  
• Los poderes del Estado no actúan de manera arbitraria, y existen mecanismos para recurrir a 

órganos que corrijan las actuaciones del poder estatal.  
 
3.1.2 El Estado Constitucional de Derecho 
 
 
No obstante, dicha concepción del Estado de Derecho sufre una evolución posterior durante el siglo 
XX, con el reconocimiento de la dignidad de la persona humana y de la democracia como valores 
indubitables de la sociedad. En ese sentido, la segunda mitad del siglo XX exige una Constitución que 
no represente, como lo podría hacer previamente, una mera declaración de valores sociales o un 
mecanismo de organización estatal, sino que es imprescindible que devenga en una norma jurídico-
política que vincule a tanto el Estado como los individuos (García Toma, 2010, pág. 163). 
 
La Constitución, entonces, surge como la norma jurídica suprema, una auténtica fuente de derecho y 
delimitadora de cualquier norma infraconstitucional. Es el parámetro a través del cual se determinará la 
validez de todo el ordenamiento jurídico, y cuyos principios ordenan las interpretaciones posibles de 
las disposiciones normativas (tómese, por ejemplo, lo señalado por el Tribunal Constitucional en su 
sentencia recaída en el Expediente No. 4053-2017-PHC/TC11). 
 
En ese contexto, véase que la Constitución, en su dimensión normativa, vincula a todo poder público y 
reconoce los derechos fundamentales de los individuos. Tal es el abarcamiento de nuestra Constitución 
al resto de normas del ordenamiento, que la preservación de la supremacía constitucional se defiende, 
inclusive, mediante la inaplicación de normas que sean inconstitucionales (el denominado control 
difuso) o su expulsión del ordenamiento por parte del Tribunal Constitucional (el denominado control 
concentrado). 
 
La explicación que ofrece Landa respecto del fenómeno de la constitucionalización del Estado de 
Derecho resulta, en este extremo, indispensable. Para Landa, la Constitución no es más una fuente que 
explica cómo se producen las normas jurídicas, sino que es la norma jurídica suprema en sí misma, con 
un mandato de optimización a lo largo de todo el ordenamiento jurídico (tanto público como privado) 
(2013, págs. 14-15). 
 
De ello se desprende que la Constitución, cumpliendo igualmente un rol organizador del aparato estatal 
y una legitimación de los poderes que lo conforman, existe con omnipresencia en el ordenamiento; las 
normas son analizadas a la luz de los preceptos constitucionales, esto es, la Constitución será el texto 
interpretativo por excelencia (Landa, 2013, pág. 15). 
 
3.1.3 La constitucionalización del derecho tributario 

 
11  “El Estado Constitucional de Derecho supone, entre otras cosas, abandonar la tesis según la cual la 
Constitución no era más que una mera norma política, esto es, una norma carente de contenido jurídico 
vinculante y compuesta únicamente por una serie de disposiciones orientadoras de la labor de los poderes 
públicos, para consolidar la doctrina conforme a la cual la Constitución es también una Norma Jurídica, es decir, 
una norma con contenido dispositivo capaz de vincular a todo poder (público o privado) y a la sociedad en su 
conjunto.” 
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¿Qué significa ello, sin embargo, para el derecho tributario y, en particular, el concepto del “tributo”? 
Para ello es indispensable mencionar que, a pesar de que el desarrollo del constitucionalismo moderno 
y su irrupción en los ordenamientos jurídicos es un fenómeno global, los principios rectores de cada 
sociedad dependerán de sus valores, su cultura, su historia y, en fin, sus características propias. Países 
como Alemania o Francia, por ejemplo, conciben al Estado como una necesidad – en sus términos 
hobbesianos – mientras que países con una tradición orientada al common law no contemplan la 
tributación (pues no contemplan, tampoco, el fenómeno estatal) como un devenir natural.  
 
Nos explicamos con un ejemplo: en países latinoamericanos o europeos, es común pensar en el concepto 
de tributación bajo una óptica constitucional que exige el cumplimiento de los principios de la 
“capacidad contributiva” o “no confiscatoriedad”. En palabras de García Añoveros, es tal la prevalencia 
de tales principios en los ordenamientos tributarios, que “no cabe un análisis jurídico del sistema 
tributario sin tenerlos presentes de una manera continuadamente operativa” (2000, pág. 48).  
 
Para algunos autores, la capacidad contributiva implica la titularidad de un patrimonio o renta del 
individuo que le ofrezcan la aptitud – tanto en cantidad como en calidad – para hacer frente al pago del 
tributo. En ese sentido, ciertos autores consideran que el principio de no confiscatoriedad está incluido 
en la capacidad contributiva, el cual sería su límite máximo, pues exige que la imposición del tributo 
no suponga la liquidación parcial o total del patrimonio del contribuyente (De la Casa, 2012, pág. 168).  
 
Sobre la prevalencia de estos conceptos en los ordenamientos tributarios latinoamericanos o europeos, 
Schön explica lo siguiente (2018, pág. 4):  
 

“Hoy en día, muchas constituciones – en particular en algunos países europeos y en Latinoamérica – exigen 
explícitamente que la legislación tributaria esté en línea con el principio de que el gravamen debe estar 
relacionado con el principio de la capacidad contributiva del contribuyente, transformando la fórmula de 
Adam Smith para una legislación tributaria práctica en una norma concreta.” 

 
De ello se desprende que, en el caso de los ordenamientos latinoamericanos, Schön refiera que estamos 
ante una protección del poder estatal manifestado como gravamen en cuanto a su contenido. Ello quiere 
decir que la Constitución, como norma suprema del ordenamiento, busca sujetar la tributación a 
principios sustanciales, que exigen que, por ejemplo, se cumpla con el principio de capacidad 
contributiva.  
 
Esto último contrasta firmemente con lo que el autor entiende ocurre en países como el Reino Unido o 
los Estados Unidos, donde la protección de los individuos respecto del gravamen está concentrada más 
bien en su consentimiento (Schön, 2018, págs. 4-7): 
 

“Mientras que el primer concepto [protección en cuanto al contenido] refiere a principios materiales de la 
tributación que deben defender al contribuyente ante una tributación excesiva o inequitativa, el segundo 
concepto [protección en cuanto al consentimiento] se centra en la dimensión voluntaria de la tributación. 
 
Países como el Reino Unido y los Estados Unidos enfatizan este concepto, concibiendo a los órganos 
representatives como el Parlamento y el Congreso como defensores de los derechos de los contribuyentes 
contra el gravamen propuesto por el Poder Ejecutivo.  
 
[…] 
 
Tanto desde una perspectiva histórica y comparativa, el punto de partida en cualquier debate respecto de 
la tributación en estos países es la máxima de “No hay tributación sin representación” [No taxation without 
representation]. Este famoso grito de guerra que proviene de la Guerra de la Independencia americana 
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contra la opresión británica nos viene a la mente cuando pensamos en la relación entre la democracia y la 
tributación. La tributación, siendo la más prominente y extensiva intrusión del poder estatal en la esfera 
del individuo, deberá ser legitimada por el consentimiento del pueblo. Para decirlo de otra forma: el 
carácter obligatorio del tributo será mitigado por la dimensión voluntaria de la representación 
(parlamentaria).”  

 
Con ello queremos enfatizar que el fenómeno de la constitucionalización del tributo no es unívoco, y 
que su relación con los principios democráticos de cada sociedad manifestará, de alguna forma u otra, 
características propias de los valores histórico-culturales de la sociedad misma.  
 
La función del tributo en el Estado Constitucional no puede ser soslayada. Por un lado, la actuación 
estatal exige recursos económicos que serán obtenidos de diversas fuentes, entre ellas los tributos, que 
permitirán el cumplimiento pleno del ejercicio del Estado. Sin embargo, los tributos también cumplen 
una función redistributiva, pues el gasto público redistribuye – aunque sea de manera residual – la 
riqueza en la sociedad. Esto último se vincula con el concepto de dignidad de la persona humana como 
piedra angular de nuestra Constitución, prevista en el artículo 1, cuyo respeto se determina como el fin 
de la sociedad y el Estado (Landa, 2013, pág. 93).  
 
Ahora bien, conforme hemos señalado previamente, la Constitución en su dimensión normativa 
contempla límites al poder estatal mediante la tributación. En el caso de la Constitución Política del 
Perú de 1993, nuestra norma suprema recoge en su artículo 74 los principios constitucionales – valga 
la redundancia – en materia tributaria: 
 

“Artículo 74 
Los tributos se crean, modifican o derogan, o se establece una exoneración, exclusivamente por ley o 
decreto legislativo en caso de delegación de facultades, salvo los aranceles y tasas, los cuales se regulan 
mediante decreto supremo.  
Los Gobiernos Regionales y los Gobiernos Locales pueden crear, modificar y suprimir contribuciones y 
tasas, o exonerar de éstas, dentro de su jurisdicción, y con los límites que señala la ley. El Estado, al ejercer 
la potestad tributaria, debe respetar los principios de reserva de la ley, y los de igualdad y respeto de los 
derechos fundamentales de la persona. Ningún tributo puede tener carácter confiscatorio.  
[…] 
No surten efecto las normas tributarias dictadas en violación de lo que establece el presente artículo.” 
 

[Énfasis agregado] 
 
En ese sentido, vemos que el artículo 74 de la Constitución recoge, por lo menos de manera explícita, 
los siguientes principios que representan límites al poder del Estado ejercido mediante la tributación: 
 

1. El principio de reserva de ley 
2. El principio de igualdad en materia tributaria 
3. El respeto de los derechos fundamentales de la persona12 
4. El principio de no confiscatoriedad 

 
3.1.3.1 El principio de reserva de ley en materia tributaria 
 
El artículo 74 de la Constitución recoge una reserva de ley en materia tributaria. En los términos de 
Schön, este mecanismo presenta un límite formal respecto del establecimiento del tributo, toda vez que 
lo sujeta a una suerte de consentimiento (i.e. la voluntad legislativa, la cual representa(ría) al pueblo). 
Dicha reserva de ley en materia tributaria se manifiesta en el mandato constitucional para que de manera 

 
12 Cabe señalar que, como tal, el principio de respeto de los derechos fundamentales es transversal a todo el 
ordenamiento jurídico.  
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exclusiva (solamente determinados órganos del Estado ostentarán dicho poder tributario) y excluyente 
(ningún otro órgano del Estado puede abrogarse dicho poder), mediante una norma con rango de ley 
(ley o decreto legislativo), se regulen de manera suficiente los principales elementos del tributo (Gamba 
Valega, 2012, pág. 102). 
 
Ello ha sido desarrollado, a su vez, por el Tribunal Constitucional, el cual ha señalado en su sentencia 
recaída en el Expediente No. 0042-2004-AI/TC que “[…] en cuanto a la creación del tributo, la reserva 
de ley puede admitir, excepcionalmente, derivaciones al reglamento, siempre y cuando, los parámetros 
estén claramente establecidos en la propia Ley o norma con rango de Ley. Para ello, se debe tomar en 
cuenta que el grado de concreción de sus elementos esenciales será máximo cuando regule los sujetos, 
el hecho imponible y la alícuota; será menor cuando se trate de otros elementos. En ningún caso, sin 
embargo, podrá aceptarse la entrega en blanco de facultades al Ejecutivo para regular la materia”.  
 
Véase, sin embargo, que nos encontramos ante una reserva de ley en términos relativos. Nos 
explicamos: mientras que es cierto que nuestra Constitución ha reservado el poder tributario al eje 
legislativo del Estado, también reconoce la posibilidad de que el Poder Ejecutivo goce de dicho poder. 
Puntualmente, esta relativización del principio de ley tiene dos dimensiones: i) el Poder Ejecutivo podrá 
establecer tributos siempre y cuando exista una delegación por parte del Poder Legislativo, en cuyo 
caso el tributo se establecería mediante un Decreto Legislativo, y ii) mediante normas de rango 
infralegal, como los Decretos Supremos, podrán establecerse elementos relativos a los tributos, siempre 
y cuando no sean sus elementos esenciales.  
 
Así, se cumplirá con la exigencia de una reserva de ley cuando, sea por ley o decreto legislativo, se 
regulen los elementos esenciales y determinantes para reconocer a un tributo como tal. Los elementos 
complementarios de dicho tributo pueden estar recogidos en una norma reglamentaria, siempre y 
cuando no incluyan estos elementos esenciales.  
 
El Tribunal Constitucional, en su sentencia recaída en el Expediente No. 2762-2002-AA/TC, ha 
precisado cuáles son los elementos esenciales del tributo que, como mínimo, deberán estar contenidos 
en una norma con rango legal; i) los hechos imponibles, ii) los sujetos pasivos, iii) el objeto y la cantidad 
de la prestación.  
 
Ahora bien, en referencia al aspecto material u objetivo del hecho gravado, es importante reconocer que 
este comprenderá alguno de los siguientes conceptos, conforme señala el maestro Ataliba: propiedad 
mobiliaria, patrimonio, renta, producción, consumo de bienes, prestación de servicios o una actuación 
pública (2011, pág. 136).  
 
La exigencia de que el elemento material – esto es, qué se grava – esté fijado en una norma con rango 
legal está adoptada también en nuestro Código Tributario. Así, la Norma IV del Texto Único Ordenado 
del Código Tributario (aprobado, actualmente, por el Decreto Supremo No. 133-2013-EF) precisa 
justamente que por Ley o Decreto Legislativo se deben fijar el hecho generador de la obligación 
tributaria, la base imponible y su alícuota, el acreedor tributario, el deudor tributario y el agente de 
retención o percepción. 
 
Es relevante aquí referirnos, por ejemplo, a la Resolución del Tribunal Fiscal No. 104-2-99. Al respecto, 
en dicho caso, mediante el Decreto Legislativo No. 776 se había aprobado el Impuesto a los Juegos para 
las Máquinas Tragamonedas. Dicha norma, sin embargo, no estableció la alícuota aplicable por dicho 
Impuesto, siendo que la alícuota recién fue establecida por el Decreto Supremo No. 04-94-ITINCI.  
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El Tribunal Fiscal, ante ello, resolvió que durante el periodo en que el Decreto Legislativo No. 776 no 
establecía la alícuota aplicable al Impuesto a los Juegos para las Máquinas Tragamonedas (esto es, entre 
1994 y 1997), no era posible determinar dicho impuesto por pagar ni exigir su pago.  
 
3.1.3.2 El principio de igualdad en materia tributaria 
 
Ahora bien, en cuanto al principio de igualdad en materia tributaria, el mismo – en palabras del 
propio Tribunal Constitucional – incluye al principio de capacidad contributiva, el cual se encuentra 
vinculado al principio de no confiscatoriedad. En efecto, en su sentencia recaída en el Expediente No. 
2727-2002-AA/TC, el Tribunal estableció: 
 

“Uno de los principios constitucionales a los cuales está sujeta la potestad tributaria del Estado es el de 
no confiscatoriedad de los tributos. Este principio informa y limita el ejercicio de la potestad tributaria 
estatal y, como tal, constituye un mecanismo de defensa de ciertos derechos constitucionales, empezando, 
desde luego, por el derecho de propiedad, ya que evita que la ley tributaria pueda afectar irrazonable y 
desproporcionadamente la esfera patrimonial de las personas. Asimismo, se encuentra directamente 
conectado con el derecho de igualdad en materia tributaria o, lo que es lo mismo, con el principio de 
capacidad contributiva, según el cual, el reparo de los tributos ha de realizarse de forma tal que se trate 
igual a los iguales y desigual a los desiguales, donde exista riqueza que pueda ser gravada, lo que 
evidentemente implica que se tenga en consideración la capacidad personal o patrimonial de los 
contribuyentes.”  

 
El principio de igualdad en materia tributaria nos enfrenta, indudablemente, al problema de la equidad, 
la cual debe ser atendida tanto en su dimensión horizontal como en su dimensión vertical. En los 
términos de Imedio Olmedo et al. (2005, pág. 88): 
 

“En el ámbito de la imposición, el principio de equidad horizontal (EH) exige que individuos iguales sean 
tratados del mismo modo por el sistema fiscal. Cuando se considera una población homogénea respecto 
del conjunto de características que, además de la renta, tienen incidencia fiscal, el cumplimiento de dicho 
principio está garantizado. En ese caso, dos individuos en igual situación, con la misma renta, son tratados 
del mismo modo por el sistema fiscal al ser el impuesto una función exclusivamente de la renta. En relación 
al otro principio impositivo clásico, el de equidad vertical (EV), según el cual los desiguales deben ser trata 
dos adecuadamente de forma desigual a fin de que el sistema fiscal tenga un efecto redistributivo (ER), en 
el supuesto de homogeneidad existe una teoría consolidad que proporciona las condiciones para que el 
impuesto tenga un efecto redistributivo sobre la distribución inicial de la renta.”  
 

[Énfasis agregado] 
 
Para determinar la igualdad en materia tributaria, debemos referirnos al principio de capacidad 
contributiva, el cual determinará la capacidad del sujeto tributario para afrontar la carga interpuesta13. 
Algunos autores sugieren, por ejemplo, que el principio de equidad en su dimensión horizontal y vertical 
proviene directamente del ámbito objetivo del principio de la capacidad contributiva [Horizontale und 
vertikale Steuergerechtigkeit]. Sobre ello, se postula que el legislador, en virtud del principio de la 
capacidad contributiva objetiva, no puede establecer distinciones en materia tributaria sobre la base de 
elementos que no representan capacidad contributiva alguna (por ejemplo, aumentar la tasa impositiva 
por ser católico o tener barba) sino que, por el contrario, es justamente sobre los parámetros de la 

 
13 En este extremo, rechazamos equiparar el principio de la capacidad contributiva – capacidad de afrontar el 
gravamen – con el principio de la capacidad económica – estrictamente la capacidad económica del sujeto, la cual 
puede estar representada, inclusive, por su consumo.  
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capacidad contributiva que debe lograr que los contribuyentes de igual capacidad tributen de la misma 
manera, y que los contribuyentes en desigual capacidad no lo hagan14 (Caliendo, 2018, pág. 390).  
 
Ahora bien, el principio de capacidad contributiva en su ámbito subjetivo exige, más bien, que la 
tributación debe tomar en cuenta la situación individual del contribuyente, es decir, se debe adecuar la 
imputación fiscal a las condiciones personales del contribuyente (Caliendo, 2018, pág. 394). No 
obstante ello, es indispensable reconocer que en nuestra Constitución no se hace referencia explícita al 
principio de capacidad contributiva, sino que el mismo se encuentra implícito en la redacción de nuestra 
norma suprema, pues es justamente a través del principio de la capacidad contributiva que podremos 
determinar el respeto a los principios de igualdad en materia tributaria (equidad) y no confiscatoriedad.  
 
3.1.3.3 El principio de no confiscatoriedad 
 
En cuanto al principio de no confiscatoriedad, nuestro Tribunal Constitucional refiere lo siguiente 
(Expediente No. 2727-2002-AA/TC): 
 

“[…] el principio precitado es un parámetro de observancia que la Constitución impone a los órganos 
que ejercen la potestad tributaria al momento de fijar la base imponible y la tasa del impuesto. Éste 
supone la necesidad de que, al momento de establecerse o crearse un impuesto, con su correspondiente 
tasa, el órgano con capacidad para ejercer dicha potestad respete exigencias mínimas derivadas de los 
principios de razonabilidad y proporcionalidad.  
 
Como tal, tiene la estructura propia de lo que se denomina un “concepto jurídico indeterminado”. Es 
decir, su contenido constitucionalmente protegido no puede ser precisado en términos generales y 
abstractos, sino analizado y observado en cada caso, teniendo en consideración la clase de tributo y las 
circunstancias concretas de quienes estén obligados a sufragarlo. No obstante, teniendo en cuenta las 
funciones que cumple en nuestro Estado Democrático de Derecho, es posible afirmar, con carácter 
general, que se transgrede el principio de no confiscatoriedad de los tributos cada vez que un tributo 
excede el límite que razonablemente puede admitirse como justificado en un régimen en el que se ha 
garantizado constitucionalmente el derecho subjeto a la propiedad y, además, ha considerado a ésta 
institución como uno de los componentes básicos y esenciales de nuestro modelo de Constitución 
económica.”  

 
La definición del principio de no confiscatoriedad, para el Tribunal Constitucional, está ligada al 
derecho a la propiedad como derecho fundamental, el cual sería “uno de los componentes básicos y 
esenciales de nuestro modelo de Constitución económica”.  
 
En este extremo, queremos precisar que consideramos que el cumplimiento pleno del principio de 
equidad y de capacidad contributiva se encuentra ampliamente ligado a la determinación del concepto 
de “renta”. En efecto, una postura del legislador que excluya, por ejemplo, ciertos ingresos dentro del 
concepto de “renta” e incluya otros (tómese, por ejemplo, que en un ordenamiento tributario se 
consideren como renta los ingresos derivados del trabajo personal, pero no así los ingresos provenientes 
de intereses, préstamos o alquileres) tendrá consecuencias inevitables en que nos encontremos ante un 
ordenamiento tributario equitativo.  
 
Sin embargo, mientras que el legislador debe armonizar el concepto de “renta” con los principios de 
equidad y capacidad contributiva, exigiendo que las personas con diferente capacidad de pagar los 
impuestos deban asumir una carga distinta relativa a ese grado de capacidad (Due, 1970, pág. 80), 

 
14 Una reflexión interesante en este punto tiene que ver con los tributos con finalidades extrafiscales. En efecto, 
la finalidad extrafiscal de un tributo presupone que no se está realizando un análisis del principio de la capacidad 
contributiva en la técnica del impuesto, sino que más bien se están tomando en consideración otros aspectos 
relativos a la decisión de política pública (las externalidades positivas y negativas, por ejemplo).  
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concordamos con Hernández Berenguel y Sotelo cuando señalan que los costos asociados a un 
gravamen equitativo, que capture adecuadamente la capacidad contributiva de los individuos, no pueden 
quedar soslayados sin tomar en cuenta los beneficios marginales de tales esfuerzos (Hernández 
Berenguel & Sotelo Castañeda, 2009, pág. 55). 
 
Nos explicamos: la maximización de los principios de equidad y capacidad contributiva se vería 
realizada en su plenitud si fuese posible gravar todas las variaciones patrimoniales de los 
contribuyentes. En esta visión utópica, el concepto de “renta” abarcaría cualquier incremento al 
patrimonio de los sujetos, toda vez que – si es posible asumir esta postura – ello implicaría un 
incremento a su capacidad contributiva. Sin embargo, consideramos que el instituto del concepto del 
“tributo” no puede ser mirado desde una visión puramente teórica en cuanto a la denominada justicia 
fiscal15, sino que debe ser entendida también desde una perspectiva de eficiencia. A pesar de que la 
medición virtualmente precisa de las variaciones patrimoniales de todos los contribuyentes maximizaría 
la equidad tributaria, los recursos incurridos en dicha detección superaría un análisis del costo-beneficio 
que debe guiar, creemos, las decisiones de política pública.  
 
Ello no quiere decir, en lo absoluto, que la tributación deba ser pensada únicamente desde una 
perspectiva utilitarista en cuanto a los recursos estatales. El principio de equidad encuentra su respaldo 
constitucional pues la igualdad en materia tributaria es un valor indispensable para la vida democrática. 
Negar ello supondría que la única finalidad de los tributos es el financiamiento del actuar del Estado, lo 
que se traduciría en que los principios de equidad y capacidad contributiva puedan ser ignorados por el 
legislador al diseñar la política tributaria.  
 
En el caso particular de las variaciones patrimoniales del contribuyente, por ejemplo, el contexto nos 
obliga a mencionar el libro de Thomas Piketty: “El capital en el siglo veintiuno: las dinámicas de 
desigualdad de ingresos, patrimonio y crecimiento” [Capital in the Twenty-First Century: The 
Dynamics of Inequality, Wealth and Growth] (2014). Dicha obra ha atraído la atención tanto política 
como académica a nivel mundial al fenómeno de la tributación y el rol que debe jugar en lidiar con la 
desigualdad. Y es que, como una suerte de antídoto para el alarmante crecimiento de la desigualdad, 
algunos autores sugieren que los conceptos gravados por los ordenamientos tributarios – en el caso de 
nuestro análisis sería el concepto de “renta” – deben ampliarse para incluir las variaciones patrimoniales 
de los individuos. En su artículo sobre la materia, Perry Fleischer explica con claridad la necesidad de 
gravar las variaciones patrimoniales con los impuestos sobre la renta para luchar contra la desigualdad 
(2017, pág. 268):  
 

“En cuanto al sistema de tributación sobre la renta, el tratamiento de las rentas de capital (en contraste con 
las rentas ordinarias del trabajo u otras fuentes que no representen inversiones) influencia gravemente el 
nivel sobre el cual los altos patrimonios se ven gravados. Aquí, la exigencia de una realización (que 
requiere una venta o disposición para gatillar el impuesto), reglas sobre la base (que determinan el precio 
y costo computable para determinar la existencia de una ganancia) y las tasas tributarias preferenciales 
(que gravan las rentas del capital en menor grado que otras rentas) juegan un rol esencial.  
 
Simplificando la discusión, la exigencia de una realización presupone que los meros incrementos en el 
valor del patrimonio no son renta gravable. Supongamos que Alicia compra un valor mobiliario por USD 
100 que incrementa su valor a lo largo de un año a USD 450. Teóricamente, Alicia ha mejorado su 
patrimonio en USD 350, tal como si hubiese recibido USD 350 como salario por su empleador. Un 
impuesto a la renta puro en la teoría gravaría a Alice por ese incremento patrimonial. Debido a dificultades 

 
15 Sobre este concepto, resulta importante lo señalado por Caliendo: “La distribución de riquezas se inserta 
intuitivamente como una cuestión de justicia, dado que los dos valores fundamentales de la sociedad (igualdad y 
libertad) claman por el bienestar (dignidad) de todas las personas e individuos. No se puede realizar la justicia 
si todos los miembros de la sociedad no reciben un tratamiento igualitario por el derecho y por la economía” 
(Derecho Tributario y Análisis Económico del Derecho, 2018, pág. 194). 
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de valuación y liquidez, sin embargo, los sistemas de impuesto a la renta no gravarán a Alice hasta que 
venda o intercambie su valor mobiliario. Las estimaciones sugieren que para el 10% de mayor patrimonio 
de la población [Estados Unidos], las variaciones patrimoniales no realizadas representan casi el 40% de 
los activos de estos contribuyentes.”  

 
La autora agrega que una motivación importante para el gravamen de las variaciones patrimoniales de 
los contribuyentes tiene que ver con su capacidad contributiva y su relación con la equidad. En efecto, 
se sugiere que las rentas realizadas de un individuo subestiman su capacidad contributiva y que el 
incremento patrimonial también debe ser considerado. Un ejemplo de ello es el fundador de Facebook, 
Mark Zuckerberg, cuyo valor neto se estimaba en USD 37.7 billones al ejercicio 2014, pero cuyos 
ingresos gravados con el impuesto a la renta en dicho ejercicio, incluyendo su salario de USD 1, 
ascendieron a, aproximadamente, USD 600,000.00 (Perry Fleischer, 2017, pág. 270). 
 
En suma, tenemos que la Constitución debe ser entendida como norma suprema y absoluta del 
ordenamiento jurídico, y que las normas tributarias deben respetar los principios consagrados en la 
Carta Magna. De tal forma, los principios de reserva de ley, igualdad, capacidad contributiva y no 
confiscatoriedad no solamente guiarán la determinación de la validez de las normas jurídicas, sino que 
también tendrán una función ordenadora en cuanto a la interpretación que se haga de las disposiciones 
normativas.  
 
3.2 Las teorías de renta – bases teóricas y alcances en nuestra legislación 

 
En el caso particular que nos enfrenta – esto es, el análisis de la posibilidad de gravamen con el Impuesto 
a la Renta a los servicios gratuitos de financiamiento entre partes vinculadas al ejercicio 2005 – es 
indispensable establecer qué entendemos por “renta”.  
 
Para ello, sin embargo, consideramos imprescindible referirnos al texto de la maestra Sevillano, el cual 
consideramos fundacional para cualquier aproximación al derecho tributario. Al respecto, ella explica 
que la norma tributaria funciona – con ciertas particularidades – como cualquier otra norma del 
ordenamiento: contiene un supuesto de hecho y una consecuencia jurídica. Ese supuesto de hecho es el 
denominado “hipótesis de incidencia”, es decir, aquél supuesto que, al ocurrir, generará el nacimiento 
de la obligación tributaria (Sevillano, 2016, pág. 153):  
 
Al respecto, las características de la hipótesis de incidencia – es decir, los elementos que permitirán 
determinar si es que se ha generado el supuesto de hecho que gatilla el nacimiento de la obligación 
tributaria – son, siguiendo a Sevillano, los siguientes: 
 

a) Aspecto material u objetivo 
 
En este caso, el aspecto material – acaso el más importante – es el hecho, operación económica 
o actuación estatal que genera la imposición. Para determinar el aspecto material u objetivo, es 
necesario responder la pregunta: ¿qué está gravado? (Sevillano, 2016, pág. 155). 
 
En el caso del Impuesto a la Renta, por ejemplo, el aspecto material u objetivo se define como 
la obtención de renta.  
 

b) Aspecto subjetivo 
 
El aspecto subjetivo, por otra parte, determinar quién es el que realiza o respecto de quién se 
produce el hecho gravado. En palabras de Sevillano, “su establecimiento por la ley responde a 
la pregunta: ¿quién está gravado por el tributo?” (Sevillano, 2016, pág. 157) 
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c) Aspecto temporal 

 
En cuanto al aspecto temporal, este último busca determinar en qué momento se considera 
ocurrido el hecho que da origen al tributo. En efecto, véase que el aspecto material por sí solo 
– para efectos del Impuesto a la Renta – no resulta suficiente para determinar el gravamen, pues 
mientras que la renta puede ser obtenida, queda pendiente definir en qué momento se considera 
obtenida aquella.  
 
Por ende, Sevillano explica que este aspecto busca responder a la pregunta de: “¿cuándo se 
entiende producido el hecho gravado?” (2016, pág. 159). 
 

d) Aspecto espacial 
 
Finalmente, el aspecto espacial de la hipótesis de incidencia determinará en qué lugar deben o 
se consideran producidos los hechos para generar la obligación tributaria (Sevillano, 2016, pág. 
161). 
 

En ese contexto, queremos precisar que, si bien todos los elementos de la hipótesis de incidencia 
resultan indispensables para determinar el nacimiento de la obligación tributaria, el presente análisis 
busca enfocarse en los servicios de financiamiento gratuitos en la LIR y, en particular, si los mismos se 
encontraban dentro del aspecto material previsto en la LIR en el ejercicio 2005 (es decir, si podían 
considerarse “renta” para efectos del gravamen).  
 
3.2.1 Las teorías de renta; una perspectiva general 
 
Resulta fundacional, en este extremo, entender qué debemos considerar como “renta” para efectos de 
la aplicación de un impuesto. En efecto, Barbosa (1996, pág. 179) considera que la evolución de la 
tributación en las sociedades ha seguido cinco fases: 
 

1. La tributación sobre el individuo.  
2. La tributación sobre el patrimonio. 
3. La tributación sobre el gasto individual.  
4. La tributación sobre los productos del capital, y; 
5. La tributación sobre la renta.  

 
Vale decir que esta última fase – en la que la tributación se concibe como un fenómeno aplicable a la 
“renta” – no es pacífica en la doctrina. Chodorov (1954, pág. 14), por ejemplo, refería a mediados del 
siglo pasado lo siguiente en cuanto a la tributación sobre la renta:  
 

“El impuesto a la renta no es solamente un impuesto: es un instrumento que tiene la potencialidad de 
destruir la sociedad de los humanos. […] Los impuestos sobre la herencia y sobre la renta implican 
necesariamente la denegación de la propiedad privada, y en eso se distinguen, en principio, de los demás 
tipos de impuestos.”  

 
En el caso de los Estados Unidos, por ejemplo, el primer “impuesto sobre la renta” se remite al Acta de 
Ganancias de 1861, promulgada durante la Guerra Civil, con la finalidad de financiar el esfuerzo bélico 
en el territorio americano. En el caso del Reino Unido, debemos referirnos, por supuesto, a William Pitt 
“El Joven”, quien – para financiar así las expediciones de guerra contra Napoleón – introdujo reformas 
tributarias que desencadenaron que el pueblo británico exija frente al Parlamento “pan”, “paz” y “que 
se vaya Pitt” (“bread, peace and no Pitt”) ( (Pollack, 2013, pág. 297).  
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Queremos evidenciar, con tal contexto, que la definición de lo que es o debe ser “renta” no resulta 
pacífica ni mucho menos unívoca. La pregunta que nos enfrenta aquí es cómo se adopta en el derecho 
tributario moderno el concepto de “renta”. Para ello, resulta oportuno recordar que Fuistig consideraba 
que la renta era el producto periódico anual de una fuente permanente, es decir, justamente aquello 
generado por la fuente productora [Quellentheorie] – la denominada teoría de la fuente (Caliendo, 2018, 
pág. 406). 
 
Schanz, citado también por Caliendo (2018, pág. 407), por su parte, entendía que la “renta” era todo 
aquel incremento de patrimonio líquido en una economía y en un determinado periodo – es decir, la 
renta como un incremento patrimonial [Reinvermogenzugangstheorie] (Fuisting, 1902, pág. 110). Tipke 
y Lang (Caliendo, 2018, pág. 408), por su parte, entendían que la renta debía ser entendida como los 
ingresos obtenidos por una actividad lucrativa con la intención de generar un excedente de ingresos 
sobre gastos [Markteinkomemns theorie].  
 
No obstante, estas teorías son predominantemente económicas, pensadas en términos cuantitativos 
respecto de los ingresos o patrimonios de los individuos. Dichas teorías se deben manifestar en un 
ordenamiento legal, dentro de un sistema tributario, para poder aplicar, sobre ese concepto de “renta”, 
el eventual gravamen del impuesto.  
 
La visión progresiva, por no decir global, del concepto de “renta” – ante la difusión de teorías y alcances 
del término – la resume Roque García Mullin. Esta teorización del concepto de renta, para efectos de la 
aplicación de un impuesto o gravamen, debe manifestarse a través de un precepto legal que así lo 
considere. Es entonces que encontramos lo que García Belsunce, referenciado por Alberto Tarsitano 
(1983, pág. 731) denomina la teoría legalista de la renta: dicha teoría propone subordinar el concepto 
de renta a lo dispuesto por las normas del derecho, las cuales establecerán – manifestando la voluntad 
del legislador – lo que deba considerarse como renta (1967, pág. 122). Ello no presupone, desde luego, 
que la voluntad legislativa sea ajena a las aproximaciones económicas que existen para determinar qué 
es “renta”, pero sí implica que, resguardando la autonomía del derecho tributario, solamente se 
considerará “renta” aquello que la ley explícitamente señale como tal.  
 
¿Qué teorías, sin embargo, podríamos decir que son las teorías de renta que prevalecen en la doctrina 
actual? Para ello nos podemos referir a la clasificación que hace García Mullin. Al respecto, el autor 
reconoce tres principales teorías de renta en los sistemas tributarios modernos: 
 
3.2.1.1 La teoría de la renta-producto 

 
Según lo señalado por García Mullin, “este criterio, en el cual subyace una concepción de la 
renta de tipo económico y objetivo, entiende que es tal el producto periódico que proviene de 
una fuente durable en estado de explotación”. Para cumplir con dichos requisitos, la renta 
deberá: 
 
a) Ser un producto. Es decir, la renta debe ser una “riqueza nueva, distinta y separable de la 

fuente que la produce”. Ello debe entenderse como una riqueza nueva material: “este 
carácter material pone de manifiesto que, para este concepto, la renta es el medio material 
para obtener satisfacciones, pero no la satisfacción esí, lo cual deja fuera del concepto de 
renta a las denominadas rentas imputadas”.  
 

b) Debe provenir de una fuente productora durable. Sobre ello, la durabilidad se entiende “en 
el sentido de que sobreviva a la producción de la renta, manteniendo su capacidad para 
repetir en el futuro ese acto”.  
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c) La renta debe ser periódica. Esto no quiere decir que la periodicidad se concrete en hechos 

(i.e. que la generación de renta verdaderamente se repita), sino que exista la posibilidad de 
que la fuente genere una periódica. 

 
d) La fuente debe ser puesta en explotación. En este caso, la fuente debe haber sido habilitada 

racionalmente para la generación o producción de renta (no cumplirá con este criterio, por 
ejemplo, el clásico ejemplo del enriquecimiento proveniente de un aluvión). 

 
e) La renta debe realizarse y separarse de la fuente. Este concepto supone que “lo producido 

se extrae de la fuente adquiriendo individualidad económica propia”16. 
 
f) La renta debe ser neta. Ello debe ser entendido en el sentido que solamente será renta 

aquello que exceda los costos y gastos para producirla17  (1978, págs. 13-16). 
 

3.2.1.2 La teoría del flujo de riqueza 
 
Siguiendo la distinción que hace García Mullin en cuanto a las teorías de renta prevalentes en 
la modernidad, reconocemos un criterio más amplio que la teoría de la renta-producto. Lo 
resume el autor en el siguiente sentido (1978, pág. 17): 
 

“[Este criterio] considera renta la totalidad de esos enriquecimientos provenientes de terceros, o sea, 
al total del flujo de riqueza que desde los terceros fluye hacia el contribuyente, en un periodo dado. 
 
Este criterio engloba todas las rentas categorizables como renta producto. Pero al no exigir que 
provenga de una fuente productora durable, ni importar su periodicidad, abarca una serie más de 
ingresos.”  

 
En efecto, la teoría del flujo de riqueza abarcará más ingresos que la teoría renta producto en 
tanto basta, según lo explicado por García Mullin, que exista un enriquecimiento que provenga 
de un tercero en un periodo dado, sin que sea necesaria la posibilidad de que dicha renta sea 
generada periódicamente, ni que la fuente se encuentre en estado de explotación. 
 
Dentro de esta teoría encontraremos los ingresos por actividades accidentales o eventuales, e 
inclusive las transmisiones a título gratuito como lo son los regalos, las donaciones, los legados 
o las herencias.  
 

3.2.1.3 La teoría del incremento patrimonial más consumo 
 
Finalmente, la teoría que engloba la mayor cantidad de rentas dentro de dicho concepto es la 
denominada teoría del incremento patrimonial más consumo. En efecto, dicha teoría busca 
englobar, dentro del concepto de “renta”, todos los enriquecimientos posibles de un individuo 
a lo largo de un periodo. 

 
16 El concepto de realización y separación no es pacífico en la doctrina tributaria. Al respecto, algunas visiones – 
como las de Vanini – sugieren que no es necesaria la permutación del bien por un valor monetario, ni tampoco la 
separación de la fuente, pues lo único relevante es que se consoliden los incrementos de valor no realizados. Ello 
contrasta con la visión de Seligman, quien entiende que la separación implica la independencia o autonomía física 
con la fuente, y la realización es el intercambio por un valor monetario.  
17 Es indispensable matizar esta característica de la renta con el hecho de que, en estricto, se puede hablar de un 
requisito de “renta neta” para todos los criterios. En efecto, la generación de un ingreso que se vea superado por 
el gasto involucrado en su generación no representará, finalmente, riqueza nueva para su perceptor.  
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A diferencia de la teoría de la renta producto, que se enfoca en el fenómeno de la producción 
[Produktionsphänomen], o la teoría del flujo de riqueza, que se enfoca en el tránsito de riquezas 
desde terceros hacia el individuo, la teoría del incremento patrimonial tiene como protagonista 
al individuo: García Mullin explica que dicha teoría considera “renta” a “las satisfacciones de 
que dispone [el individuo] a lo largo de un periodo, [las cuales] son el test último de su 
capacidad contributiva fiscal” (1978, pág. 18). 
 
Las satisfacciones del individuo se pueden manifestar, según explica la doctrina, de dos formas: 
 
a) Se transforman en consumo, o; 
b) Incrementan el patrimonio al fin de un periodo.  

De ahí a que la suma algebraica de lo que es “renta”, según esta teoría, equivalga a todo lo que 
el individuo consumió más el incremento patrimonial, en un periodo dado. En este caso, por 
ejemplo, el concepto de renta abarcará el incremento de valor que sufren los bienes, a pesar de 
que los mismos no sean enajenados. 
 
Define con claridad el concepto García Mullin (1978, pág. 19): 
 

“Como se ve en este enfoque, para nada interesa saber si la renta fue producto de fuente o no; ni 
siquiera interesa saber si provino de un flujo de riquezas desde terceros. Además de esos rubros la 
renta, como corriente de satisfacciones, puede haber consistido en el consumo de bienes o servicios 
producidos por el mismo individuo o en el consumo de bienes durables adquiridos con anterioridad 
o en simples variaciones de valor que ha experimentado el patrimonio, por cualquier causa que sea, 
entre el comienzo y el fin del periodo y aunque no se haya “realizado” mediante una operación de 
mercado con terceros. 
 
La renta, se dice, interesa como índice de capacidad contributiva del individuo, de su aptitud real o 
potencial para satisfacer necesidades, de su poder económico discrecional si ello es así, para medirla 
no hay que recurrir a su origen (fuente o flujo), sino a su constatación a nivel personal a lo largo de 
un periodo. Analizada bajo ese ángulo, ella se plasma en dos grandes rubros: las variaciones 
patrimoniales y los consumos.” 

Para efectos de la aplicación de esta teoría, toda variación que represente un incremento 
patrimonial para el individuo será considerada como “renta”, con independencia de las causas 
generadoras del incremento, o su efectiva realización. Por otra parte, el consumo debe ser 
entendido en los términos de su relación con el patrimonio: el razonamiento teórico nos obliga 
a concluir que el consumo que realiza una persona respecto de algún bien de su patrimonio 
equivale al valor de dicho bien (el cual, a pesar de no ser permutado por un valor monetario, 
representa una satisfacción a la persona equivalente a dicho valor).  

 
Ahora bien, si racionalizamos lo expuesto en cuanto a las teorías de renta que preponderan en la doctrina 
actual con lo señalado por García Belsunce en cuanto a una teoría legalista de renta (i.e. será renta todo 
aquello que el legislador determine como tal), nos enfrentamos al complejo dilema de cómo se 
manifiestan las teorías de renta, si alguna, en un ordenamiento jurídico.  
 
3.2.2 Las teorías de renta en la LIR y las rentas imputadas 
 
Ante ello, proponemos analizar el alcance del gravamen que existía a los servicios de financiamiento 
gratuitos al ejercicio 2005, conforme a lo discutido en la Resolución del Tribunal Fiscal 02112-5-2019, 
en el marco del Estado Constitucional de Derecho y su relación con el derecho tributario. 
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En cuanto al principio de reserva de ley relativa en materia tributaria, nuestra LIR establece qué se 
entiende por “renta” para la aplicación del Impuesto. El artículo 1 de la norma establecía, al ejercicio 
2005: 
 

Artículo 1.- El Impuesto a la Renta grava: 
 
a) Las rentas que provengan del capital, del trabajo y de la aplicación conjunta de ambos factores, 

entendiéndose como tales aquellas que provengan de una fuente durable y susceptible de generar 
ingresos periódicos. 

b) Las ganancias de capital 
c) Otros ingresos que provengan de terceros, establecidos por esta Ley. 
d) Las rentas imputadas, incluyendo las de goce o disfrute, establecidas por esta Ley.  
[…] 

[Énfasis agregado] 
 
Nótese en este extremo que la LIR recoge el concepto de “rentas imputadas”, incluyendo las de goce o 
disfrute, dentro de la materia imponible del Impuesto a la Renta. Las sujeta, sin embargo, a una 
condición indispensable para el cumplimiento del principio de reserva de ley relativa: son gravables por 
el Impuesto las rentas imputadas establecidas por esta Ley.  
 
¿Qué son, sin embargo, las rentas imputadas? La discusión sobre el concepto no es reciente. En 1943, 
Donald B. Marsh publicó en la revista de la Academia Americana de Ciencias Políticas un artículo 
denominado “La Imposición de las Rentas Imputadas” [The Taxation of Imputed Income] en el cual 
discutía la rentabilidad que le debiera generar un bien de capital a su propietario. Para dicho año, en 
Estados Unidos no existía provisión alguna que permita la imposición de rentas imputadas. Ante ello, 
Marsh ofrecía la siguiente reflexión (1943, págs. 514-521): 
 

“La renta imputada es un género de la renta en especie, en tanto no es una renta en dinero, y su característica 
idiosincrática es que proviene desde fuera de los procesos ordinarios del mercado.  
Ejemplos de rentas imputadas pueden ofrecerse en tanto corresponden a varios tipos de rentas pagadas por 
las partes distributivas (los clásicos “factores de producción”). Por ende, tenemos un alquiler imputado, el 
cual consistiría en el valor neto de los servicios que recibe un propietario (y posesor) de su inmueble, por 
los cuales – de otra forma – se pagaría renta en calidad de dinero a un arrendador. La categoría puede ser 
ampliada para incluir el valor del alquiler de otros bienes durables como lo son los automóviles, aviones, 
refrigeradores, entre otros. Pero en situaciones donde alquileres sobre la base de dinero no existen, puede 
ser más adecuado pensar en las rentas imputadas como la forma de un interés imputado sobre una inversión 
en bienes durables. Las remuneraciones y ganancias imputadas provienen de servicios prestados por uno 
mismo o su familia, tales como trabajo doméstico o mantenimiento de los terrenos, y el manejo ganadero.  
[…] 
La renta imputada no es tan distinta, sin embargo, del resto tipo de rentas en cuanto al individuo. Su poder 
de consumo y acumulación se incrementa por su existencia. Un contribuyente que recibe la suma de US$ 
20,000 (luego de haber pagado impuestos) tiene la posibilidad (entre otras alternativas similares) de: i) 
invertir la suma, en, digamos, bonos del 5%, recibiendo US$ 1,000 e invirtiendo el interés que reciba – 
después de haber pagado impuestos – en el alquiler de una casa, o ii) invertir los US$ 20,000 en una casa, 
en cuyo caso recibe los servicios de alquiler directamente. Si es que el impuesto es de una tasa fija del 20% 
sin excepciones, la primera alternativa lo dejara con $800 para el alquiler. La segunda alternativa le 
generaría un valor de alquiler de $1000, pues al ser propietario, bajo nuestra legislación, no pagaría ningún 
impuesto sobre sus rentas imputadas. 
[…] 
En cuanto a la elegibilidad de las rentas imputadas para introducirlas dentro del concepto de renta, podemos 
concluir, entonces, que toda renta imputada debe ser contemplada desde un concepto ideal, conjuntamente 
con la renta por el goce: pero que la necesaria exclusión de esta última de cualquier concepto práctico de 
renta gravable hace que la exclusión de ciertos tipos de renta (como por ejemplo, el disfrute del individuo 
que, a diferencia de aquél que mantiene su terreno, disfruta de su terreno sin mantenimiento) sean menos 
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objetables desde una perspectiva de equidad. Esto nos deja, con la finalidad de gravamen, a la renta 
imputada por inmuebles rurales y urbanos en ocupación, y por la utilización de automóviles, aviones, 
radios, aplicaciones eléctricas y muebles. La más importante de estas rentas imputadas es la renta 
residencial, y le debemos prestar especial atención a aquella.”  

 
El autor concluye, en su texto, que el gravamen sobre rentas imputadas – con una tasa del 3% sobre el 
costo de adquisición de los bienes referenciados, disminuyéndole a este último el valor de la tasa de 
interés aplicable a inversiones a largo plazo – implicaría un aumento a la recaudación equivalente a 
USD 362,495,000.00. Agrega, sin embargo, que en realidad toda renta imputada puede ser equiparable 
a un interés imputado, pues estaría representando el valor del capital – manifestado, desde luego, en el 
bien adquirido – y su variación en el tiempo (Marsh, 1943, pág. 523). 
 
La definición que ofrece Marsh en cuanto a la renta imputada es recogida por Haskell y Kauffman, 
quienes aceptan que aquella es “el flujo de satisfacciones de bienes o capital que son propiedad y son 
utilizados por el contribuyente, que provengan de los esfuerzos del contribuyente” (1964, pág. 232). La 
justificación que brindan los autores para la tributación de las rentas imputadas en este extremo es 
fundamental (1964, pág. 233): 
 

“El argumento de que la renta imputada debe ser tratada de manera idéntica con la renta monetaria se basa 
en la noción de que la renta en su sentido más fundamental se refiere a satisfacciones o utilidades 
“psicológicas intangibles” disfrutada por los consumidores. El dinero únicamente representa el poder para 
dirigir estas satisfacciones. Como un tema de simpleza administrativa, los gobiernos gravan a los 
individuos sobre sus comprobantes de renta monetaria, y no en el momento en que se están disfrutando 
estas satisfacciones generadas por bienes y servicios que fueron adquiridos con rentas monetarias. En el 
caso de las rentas imputadas, las satisfacciones se reciben directamente: la transacción monetaria es 
filtrada. Pero la satisfacción no deja ser tan real por ello. No es posible argumentar que la equidad no exige 
el gravamen de rentas imputadas; el problema real es ¿cómo, sin las transacciones monetarias como una 
guía, podemos medir la renta recibida con el fin de ofrecer un tratamiento equitativo para todos los 
contribuyentes, sin importar de qué forma han recibido el crecimiento a su poder económico?” 

 
Aquí, los autores concluyen que existen casos en los que la renta no monetaria se genera con un valor 
tan evidente, que resulta contrario al principio de equidad no gravarla en cuanto a su valor monetario. 
Citando a Simons, aceptan que las dos formas de rentas no monetarias que son susceptibles de ser 
gravadas de manera adecuada son las rentas imputadas por el valor del alquiler y las rentas que se 
generarían por la cesión de capital (i.e. intereses) (1964, pág. 233). 
 
En efecto, las rentas imputadas previstas en la LIR contemplan las de “goce o disfrute”, entendiéndose 
ello como justamente el beneficio psicológico intangible generado por el individuo en el caso de una 
operación gratuita. Esta última reflexión merece dos comentarios adicionales: en primer lugar, no es 
una mera coincidencia que en nuestra LIR dos ejemplos concisos de “rentas imputadas” sean justamente 
las cesiones de bienes inmuebles y los préstamos sin intereses pactados y, en segundo lugar, que en 
1964 en Estados Unidos se empezaron a gravar los intereses imputados en los pagos diferidos, con la 
Sección 483 del Acta de Ganancias.  
 
Y es que, en la doctrina fiscal, se ha reiterado y enfatizado que el uso de las rentas imputadas como 
instrumentos legislativos son un mecanismo imprescindible para cumplir con el principio de la 
capacidad contributiva de los sujetos obligados al pago del Impuesto, siendo que autores como Antonio 
Deni (citado por Caliendo, 2018, pág. 302) consideran que la imputación de rentas es imprescindible 
para un sistema tributario “justo” (1961, pág. 136). 
 
Ahora bien, ello no debe distraernos del hecho que la utilización de fórmulas de imputación de rentas, 
de manera absoluta, se pueden encontrar a su vez en tensión con el principio de capacidad contributiva. 
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En efecto, las presunciones en el derecho tributario no aparecen únicamente como elementos ligados a 
los ingresos o aumentos en la capacidad económica de los sujetos, sino que – por el contrario – aparecen 
en el extremo total de la determinación de una “renta”: esto es, tanto los ingresos como los gastos. Las 
presunciones vinculadas a estos últimos, por ejemplo, deben ser tratados con delicadeza, pues presumir 
una tasa fija reducida en relación con los gastos por parte de un contribuyente (p. ej., presumir sin 
prueba en contrario que los gastos vinculados a ingresos por arrendamiento equivalen al 20% de dichos 
ingresos) terminarían por afectar la capacidad contributiva en el caso concreto.  
 
Ante ello, consideramos que un enfoque que busque maximizar a cabalidad los principios de equidad y 
de capacidad contributiva tomará en cuenta la imputación de rentas en aquellos casos en que resulte 
relativamente sencillo – a grandes rasgos – determinar su valor monetario, siendo que en otros casos 
donde el ejercicio de valorización de dichas “rentas” sea más complejo, se deberá analizar caso por caso 
si es que resulta práctico determinar tal regla.  
 
En el caso de nuestra LIR, por su parte, es importante notar que nuestra primera Ley de Impuestos sobre 
la Renta (la Ley No. 7904, del 26 de julio de 1934) ya incluía una provisión importante en cuanto a las 
denominadas “rentas imputadas”. En efecto, siendo que el artículo 3 incluía dentro del concepto de 
“renta” a los intereses provenientes de capitales dados a mutuo [sic], el artículo 5 establecía: 
 

Artículo 5.- Para efectos de la percepción del impuesto se considerará que el capital gana el interés legal 
en los siguientes casos: 
a) Cuando no se haya fijado el tipo de interés: 
b) Cuando se haya estipulado que el préstamo no devengará intereses: y 
c) Cuando se haya convenido un interés menor que el legal. 

Exceptúese de esta disposición a los Bancos, industriales y comerciantes que lleven libros de contabilidad 
con arreglo a ley, en cuyo caso se estará a lo que aparezca en ellos respecto del monto de los intereses.  

Resulta sorprendente que el legislador, hace casi un siglo, haya contemplado lo que comentaban los 
autores americanos citados precedentemente: existe una renta imputada a ser atribuida al capital, y la 
misma debe gravarse de acuerdo a su valor monetario. En ese caso, desde luego, el valor monetario 
fijado por la Ley fue el interés legal, siendo posible desvirtuarlo, sin embargo, con los libros contables 
de Bancos, industriales y comerciantes.  
 
Ello, consideramos, está vinculado al comentario de Haskell y Kauffman, en cuanto a que el capital en 
inversión – sea a través de un contrato de mutuo o la adquisición de instrumentos de deuda (p. ej., 
bonos) – representa la posibilidad más adecuada de gravar monetariamente una “renta imputada”, 
máxime cuando existe una tasa de referencia de interés sobre la cual calcular dichos rendimientos (en 
el caso de la primera LIR, el interés legal). 
 
No obstante, debemos precisar que en este caso no nos encontrábamos ante una definición propia de lo 
que es “renta”, pues para ese entonces el sistema tributario peruano optaba por un gravamen cedular, 
sin definir una “renta global” sobre la cual aplicar el impuesto. 
 
Posteriormente, se derogó el Decreto Supremo No. 287-68-HC (norma tributaria promulgada meses 
antes de la irrupción del Gobierno Revolucionario de las Fuerzas Armadas, el cual se complejizó de tal 
manera que resultaba necesario reformar la norma tributaria peruana), para dar lugar al Decreto 
Legislativo No. 774, publicado el 31 de diciembre de 1993 y aplicable a partir del 1 de enero de 1994, 
el que sería la primera manifestación de la LIR en su sentido actual.  
 
En ese contexto, el Decreto Legislativo No. 774 precisaba que el Impuesto a la Renta gravaría: 
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a) Las rentas que provengan del capital, del trabajo y de la aplicación conjunta de ambos factores 
entendiéndose como tales aquellas que provengan de una fuente durable y susceptible de 
generar ingresos periódicos.  

b) Las ganancias y beneficios considerados en los artículos siguientes de este Capítulo.  
a. Los resultados de la enajenación de ciertos bienes.  
b. Ciertas indemnizaciones a favor de empresas.  
c. Las rentas imputadas, incluyendo las de goce o disfrute, establecidas por la Ley.  

 
La norma representa un avance significativo, pues incluye en su artículo 26 la regla correspondiente a 
la imputación de rentas en el caso de intereses por préstamos otorgados, la cual se mantiene de forma 
virtualmente idéntica en la norma hasta el día de hoy.  
 
Conforme lo exigía en ese momento el artículo 2 de la Ley – exigencia que, el día de hoy, está recogida 
en el artículo 1 – estamos ante una renta imputada cuando la misma sea establecida por la Ley. La renta 
imputada, por supuesto, implica que se presume que, en el caso de préstamos otorgados, el capital 
prestado generará un interés – es decir, se presume el valor monetario de una renta que no haya sido 
pactada. 
 
La razón por la que el legislador tomó la decisión de imputar una renta por los intereses generados por 
el préstamo de un capital es la explicada por Medrano (1994, pág. 32):   
 

“Entre las rentas imputadas pueden distinguirse los intereses presuntos que la ley atribuye en ciertos casos 
al acreedor cuando no se han pactado intereses, se ha convenido expresamente que no habrán intereses o 
se ha pactado un interés inferior al contemplado en la ley. Si bien en la realidad no existe rédito, la solución 
legislativa tiene su origen en que las operaciones de crédito – en principio – deben dar lugar a intereses ya 
que éstos constituyen el rendimiento potencial del dinero, de tal forma que la presunción puede operar 
como un estímulo para que los recursos sean colocados de manera conveniente. De ello se sigue que el 
interés presunto no puede exceder del que razonablemente se obtendría en la plaza al efectuarse una 
colocación conveniente.”  

 
La regla prevista en el artículo 26 de la LIR se mantuvo en el Texto Único Ordenado de la LIR – esto 
es, en un primer momento en el Decreto Supremo No. 059-99-EF, y posteriormente, con vigencia hasta 
la actualidad, en el Decreto Supremo No. 179-2004-EF. 
 
Véase, sin embargo, que Medrano comenta la existencia de “rentas imputadas” en dos casos: no se han 
pactado intereses (o se ha establecido que no habrá interés en el préstamo), o se ha pactado un interés 
inferior al contemplado en la ley. Esto nos obliga a preguntarnos si es que en ambos casos estamos ante 
una “renta imputada” o si, por el contrario, ello únicamente se refiere a los préstamos gratuitos donde 
se imputa el hecho imponible, siendo que los préstamos onerosos más bien sufren un ajuste de valor.  
 
Sobre el particular, consideramos que la “imputación de una renta” únicamente está referida al escenario 
prejurídico donde no se realiza el hecho material impositivo, el cual es imputado de manera ficticia en 
el campo jurídico. Nos explicamos: la LIR señala en su artículo 1 que el Impuesto a la Renta grava las 
rentas imputadas, incluyendo las de goce o disfrute. No obstante, en el mismo artículo señala que grava, 
también, las rentas que provengan del capital […] entendiéndose como tales aquellas que provengan de 
una fuente durable y susceptible de generar ingresos periódicos.  
 
Véase, entonces, que la propia ley hace una distinción entre las rentas imputadas y las rentas de capital 
que provengan de una fuente durable y susceptible de generar ingresos periódicos (concepto que se 
asemeja a la teoría de la renta-producto, conforme lo explicado por García Mullin). ¿Un préstamo 
oneroso, cuyo valor es ajustado a una tasa referencial de mercado, deja de ser una renta de capital 
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proveniente de una fuente durable y susceptible de generar ingresos periódicos, para convertirse en una 
“renta imputada”? La respuesta es negativa. En el caso de un préstamo oneroso por debajo de la TAMN, 
nos encontramos ante una renta producto proveniente del capital. Mientras que su valor se ajusta a un 
estándar de mercado establecido por el legislador, no existe la necesidad de imputar hecho imponible 
alguno.  
 
En efecto, consideramos en este extremo que la LIR recoge la posibilidad de que el gravamen se aplique 
sobre las denominadas rentas imputadas, y que ello cumple con el principio de reserva de ley relativa 
en los términos que hemos explicado previamente. Por otra parte, en el caso de préstamos a título 
gratuito, el artículo 26 de la LIR recoge un gravamen sobre el “goce o disfrute” del acreedor, lo cual 
guarda coherencia con los principios de equidad y capacidad contributiva. En efecto, el mismo artículo 
1 de la norma reconoce que el Impuesto aplica sobre las rentas imputadas recogidas en la norma, y – 
consideramos – el artículo 26 de la LIR al ejercicio 2005 (inclusive en su formulación actual al 2023) 
contenía una regla de imputación explícita.  
 
3.3 Las reglas imputación contenidas en el artículo 26 de la LIR 
 
El artículo 26 de la LIR establece lo siguiente en cuanto a la imputación de una renta por intereses en 
el caso de préstamos otorgados:  
 

“Artículo 26.- Para los efectos del impuesto se presume, salvo prueba en contrario constituida por los 
libros de contabilidad del deudor, que todo préstamo en dinero, cualquiera que sea su denominación, 
naturaleza o forma o razón, devenga un interés no inferior a la tasa activa de mercado promedio mensual 
en moneda nacional (TAMN) que publique la Superintendencia de Banca y Seguros. Regirá dicha 
presunción aún cuando no se hubiera fijado el tipo de interés, se hubiera estipulado que el préstamo no 
devengará intereses, o se hubiera convenido en el pago de un interés menor. Tratándose de préstamos en 
moneda extranjera se presume que devengan un interés no menor a la tasa promedio de depósitos a seis (6) 
meses del mercado intercambiario de Londres del último semestre calendario del año anterior. 
 
[…] 
 
Las disposiciones señaladas en los párrafos precedentes serán de aplicación en aquellos casos en los que 
no exista vinculación entre las partes intervinientes en la operación de préstamo. De verificarse tal 
vinculación, será de aplicación lo dispuesto por el numeral 4) del Artículo 32 de esta Ley.” 

 
La presunción contenida en este artículo es una presunción del tipo iuris tantum [presunción relativa] – 
esto es, que admite una prueba en contrario (contenida en los libros contables del deudor) – y no una 
del tipo iure et de iure [presunción abosluta] (la cual no admitiría prueba en contrario).  
 
Al respecto, debemos señalar que el artículo 26 de la LIR contiene (y contenía, al ejercicio 2005) una 
lectura que nos presenta dos escenarios distintos en cuanto a una renta imputada: 
 

a) El caso en que se pacta un préstamo y, sin embargo, no se pacta interés alguno, o; 
b) El caso en que se pacta un préstamo y se pacta un interés, pero este último está por debajo del 

umbral fijado por el artículo 26 (la TAMN). 

La diferencia no es menor: en el supuesto a), esto es, el otorgamiento de un préstamo sin pactar un 
interés (i.e. un préstamo gratuito) estamos ante un escenario en el que no se ha realizado, por lo menos 
en la realidad, el aspecto material de la hipótesis de incidencia, pues no se está generando renta alguna. 
En este caso, nos encontramos ante una imputación de un “goce o disfrute” del acreedor mediante una 
ficción jurídica: la satisfacción no monetaria generada por el préstamo gratuito equivaldrá, cuando 
menos, al valor monetario de los intereses que se están “sacrificando” en la gratuidad de la 
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operación18.En este caso no hay renta alguna en términos de su realización, pero nuestra LIR la imputa 
al acreedor para efectos de la imposición.  
 
Por otra parte, en el caso de un préstamo por el que se pacta un interés menor a la TAMN, la realización 
del aspecto material de la hipótesis de incidencia, esto es, la generación de una renta, está dada, siendo 
que su valorización está por debajo del umbral permitido por la norma. Aquí, por el contrario, nos 
encontramos ante una renta real (es decir, existente en la realidad y captada en el ámbito jurídico), que, 
sin embargo, se encuentra por debajo del valor mínimo que presume la norma (la TAMN). La 
imputación aquí no se da en términos materiales de la hipótesis de incidencia, pues la imputación del 
hecho gravado es innecesaria, sino que se da en términos valorativos: el interés se presumirá no menor 
a la TAMN.  
 
La distinción aquí expuesta debe ser entendida en los siguientes términos: una renta ficta comprende la 
imputación de una ficción legal en cuanto a la realización del hecho imponible. Es decir, a través de la 
ficción jurídica, se imputa una realización no real. Por otra parte, la renta presunta, valga la redundancia, 
presume un elemento vinculado a la hipótesis de incidencia, partiendo siempre desde algún elemento 
originario.  
 
Sobre ello, el apunte de Venegas Álvarez en cuanto a las rentas presuntas es clave (2007, pág. 91): 
 

“En el caso de las presunciones, el enlace entre hecho base y hecho consecuencia debe radicar en la 
conexión congruente entre ambos hechos, de tal forma que el conocimiento de uno lleve al conocimiento 
del otro en una relación de congruencia; si es la propia ley que explícitamente parte del razonamiento que 
establece la conexión entre los dos hechos se trata de la presunción legal, y si es el juzgador quien establece 
dicho razonamiento se está frente a una presunción judicial. […] 
Estas presunciones absuelven una función antielusiva, reflejando las exigencias de clausura del sistema.”  

 
Por el contrario, la autora señala lo siguiente en cuanto a las rentas fictas (2007, pág. 92): 
 

“Las ficciones, por otra parte, crean verdades jurídicas distintas a las ya establecidas previamente, abriendo 
la posibilidad de imputar efectos jurídicos a hechos o a realidad que de otra forma sería imposible atribuir.  
En la ficción se violenta la naturaleza prejurídica de la realidad que se recoge en una norma. Es preciso 
que exista un concepto o una realidad prejurídica y que se genere una discrepancia esencial entre ésta y la 
recogida por la norma.  
La ficción se establece a partir de un hecho conocido e impone la certeza de otro hecho no conocido, cuya 
existencia es improbable o falsa.”  

 
Finalmente, Venegas Álvarez comenta lo siguiente en cuanto a la coincidencia que debe existir entre la 
presunción y la imputación ficta de rentas en el derecho tributario (2007, pág. 92): 
 

“Para que sea eficaz el uso de ficciones en materia tributaria, la doctrina solicita que la ficción esté 
precedida y combinada con una presunción legal sobre cuál es el comportamiento ocultado en el fraude; 
de igual manera, se pide que tanto la presunción como la ficción estén coordinadas y que la conducta que 
se presume como ocultada y la que se finge por la ficción legal, coincidan.”  

 

 
18 Tómese, por ejemplo, al sujeto A que le otorga un préstamo al sujeto B. Si suponemos que la transacción se 
celebra en un contexto de libre competencia ante las fuerzas del mercado, el sujeto A le cobraría al sujeto B unos 
intereses ascendentes al monto x [valor de mercado de los intereses]. Según lo explicado por la doctrina en materia 
de rentas imputadas, debemos entender que en caso el sujeto A le otorgue al sujeto B un préstamo sin intereses, 
el sujeto A está recibiendo una satisfacción cuyo valor monetario, cuando menos, equivaldría a x, pues – de otra 
forma – no estaría dispuesto a pactar un préstamo gratuito.  
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Esta última reflexión resulta clave para el análisis que realizamos en la presente investigación: la 
difusión o incoherencia entra una renta presunta o una renta ficta tiene puede tener como consecuencia 
que, mediante el evitamiento por parte del contribuyente de gatillar dicha presunción o ficción, la 
finalidad de la norma se vea contaminada. En efecto, la existencia de una renta presunta19 donde la 
misma no sea acompañada por una renta ficta nos llevaría al sinsentido jurídico de que, ante la no 
realización del hecho imponible (i.e. el pacto de una transacción a título gratuito) no exista renta que 
gravar, mientras que ante la realización del hecho imponible con un importe simbólico (i.e. el pacto de 
una transacción a título oneroso, pero por un monto exageradamente menor) se presuma una renta 
gravable.  
 
No obstante ello, es imprescindible notar que el artículo 26 de la LIR no contiene, por lo menos de 
manera explícita, los términos “renta presunta” o “renta ficta”. La redacción por la que optó el legislador 
en dicho extremo, más bien, menciona que “se presume” que todo préstamo en dinero generará algún 
tipo de interés.  
 
¿Es necesario que la LIR disponga, de manera explícita, que estamos ante una “renta presunta” y una 
“renta ficta”? ¿O es que acaso, en tanto la norma habla de una “presunción”, debemos considerar que 
estamos únicamente ante una renta presunta, no aplicable para los casos de préstamos gratuitos?  
 
Para dilucidar esta cuestión, consideramos indispensable reconocer lo siguiente: la norma tributaria, en 
el Estado Constitucional de Derecho, debe ser interpretada a la luz de los principios constitucionales, y 
las limitaciones del lenguaje o, en todo caso, una técnica legislativa deficiente, debe llevarnos a 
interpretar una disposición normativa de manera contraria a su finalidad (constitucional). 
 
Nos referimos aquí a lo explicado por Aguiló Regla en cuanto al Estado Constitucional de Derecho 
(2019, pág. 88): 
 

“Los derechos son, pues, aquello que dota de sentido y valor a la rigidez (la lex superior destinada a inhibir 
la lex posterior) y a la normatividad (los vínculos materiales) de la constitución. Sin el valor de los 
derechos, esas propiedades (esas garantías) simplemente no se entienden y resultan insoportables.  
 
Ahora bien, esas mismas propiedades plantean al constitucionalismo un dilema aparentemente irresoluble. 
Si el constitucionalismo no se hace rígido y normativo, entonces no garantiza los derechos; pero si se hace 
rígido y normativo, entonces «somete a los vivos a la tiranía de los muertos». 
 
Se ha escrito muchísimo sobre este dilema. En mi opinión, solo hay una salida: atribuir a los derechos un 
papel de fundamentación y atribuir a la práctica constitucional un rol esencialmente interpretativo de dichos 
derechos. La forma, pues, de evitar los términos indeseables de «ausencia de garantía de los derechos» y 
de «sometimiento de las generaciones vivas al pasado» consiste en analizar la continuidad de la práctica 
constitucional en términos interpretativos de los derechos. Ello se traduce necesariamente en un equilibrio 
razonable entre rigidez (impedimento del cambio) y apertura regulativa (adaptabilidad interpretativa); 
continuidad del valor y adaptabilidad interpretativa de las normas que lo garantizan.” 
 

[Énfasis agregado] 
 
En efecto, conforme hemos explicado, existen razones constitucionales válidas para que, a través de la 
imputación de rentas, el cumplimiento pleno del principio de capacidad contributiva sea logrado a través 
de rentas presuntas o fictas. Ello siempre tomando en cuenta la constitucionalización del derecho 
tributario, que exige el cumplimiento pleno del principio de la capacidad contributiva.  

 
19 Nos referimos, en este extremo, exclusivamente a las presunciones en cuanto al valor de las rentas, pues el 
derecho tributario (por no decir el derecho en general) contienen presunciones no vinculadas al valor de las rentas, 
como lo son presunciones vinculadas a los criterios de vinculación de las rentas.  
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Este concepto – el de “capacidad contributiva” – se encuentra desarrollado ampliamente en la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Cuando el artículo 74 de nuestra Constitución dispone que 
la potestad tributaria debe ejercerse con el respeto a los principios de reserva de la ley y de igualdad, y 
que ningún tributo puede tener efecto confiscatorio, conforme hemos explicado en el acápite anterior. 
 
Es posible tomar como referencia lo que comentan autores como Escribano en cuanto a este fenómeno, 
quien realiza una reflexión crucial en materia constitucional tributaria, pues se refiere al cumplimiento 
del deber de contribuir (2015, pág. 11). Este deber ha sido, de manera alarmante sin que ello signifique 
una coincidencia, altamente ignorado por el Tribunal Constitucional en el Perú. Y es que, si atendemos 
al principio de capacidad contributiva como un límite a la potestad tributaria (conforme señala nuestro 
Tribunal, no es posible que la aplicación del impuesto sea tan gravosa que devenga en irrazonable), 
también debemos reconocerlo como una fuente de deber constitucional del colectivo sobre el cual rige 
la norma suprema. Nos explicamos: si en el Estado Constitucional de Derecho hemos reconocido la 
proscripción a un gravamen razonable, también debemos reconocer la exigencia de un gravamen 
razonable – esto es, el deber de contribuir que existe sobre la base de las aptitudes patrimoniales o 
económicas del individuo.  
 
Aquí resaltamos, además, lo comentado por Durán en cuanto a la constitucionalización del derecho 
(2004, pág. 14): 
 

“[…] El Deber de Contribuir, en el momento actual del diseño del Estado (en sus variantes de Estado Social 
y Democrático de Derecho o Estado Constitucional) acaba siendo un pilar fundamental y necesario, 
especialmente por su situación de bien constitucional destinado al cumplimiento de los fines 
constitucionales. 
 
De ahí a que se distingan sus dos dimensiones, por un lado de facultad de imposición del Estado atendiendo 
a los fines comunes constitucionalmente establecidos, que de hecho funciona también como la legitimación 
del fenómeno tributario. La segunda dimensión es la del límite y garantía jurídica para los ciudadanos de 
que la creación, aplicación o discusión sobre tributos se haga en el marco del Estado Constitucional.”  

 
En ese sentido, más allá de que el legislador no haya optado por utilizar la terminología exacta en su 
normativa, consideramos que debe preponderar en este caso la interpretación teleológica de la norma – 
esto es, no mirar únicamente el tenor literal de la disposición, sino interpretarla de acuerdo a su finalidad 
constitucional.  
 
Ante ello, resulta oportuno analizar el precepto normativo del artículo 26 de la LIR, reconociendo que 
las rentas presuntas o fictas existen bajo el sustento económico de la “rentabilidad” de los capitales, 
conforme hemos citado a autores como Marsh o Medrano, pero también reconociendo que cumplen una 
función esencial en la optimización del principio de la capacidad contributiva, siendo que permiten que 
se grave de manera mucho más equitativa a los contribuyentes.  
 
Por ende, siendo que consideramos que no resulta indispensable, en el marco de un Estado 
Constitucional de Derecho, que el legislador sea exhaustivamente explícito cuando quiera imputar 
rentas a través de “presunciones” y “ficciones”, concluimos que no existe razón fundamental por la 
cual se le otorgaría un trato diferenciado a los préstamos con importes simbólicos (i.e. rentas 
presuntas por préstamos con intereses por debajo de la TAMN) de los préstamos gratuitos (i.e. 
rentas fictas por préstamos sin intereses).  
 
Por el contrario, si la voluntad de la norma – esto es, si la finalidad constitucional prevista en el artículo 
26 de la LIR – es representar a través de un ajuste el valor de la rentabilidad del capital en el tiempo, 
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entonces consideramos que es indispensable que el tratamiento para los préstamos con intereses por 
debajo de la TAMN sea idéntico al tratamiento para los préstamos gratuitos. 
 
Una interpretación distinta, que sugiera que en tanto el artículo 26 de la LIR dispone que los intereses 
en cuanto a los préstamos “se presumen” no es posible imputar una ficción de generación de rentas a 
los préstamos gratuitos, generaría que la finalidad de la norma se vea absolutamente trastocada, pues – 
como hemos señalado previamente – un préstamo con un interés mensual de 0.00001% se vería ajustado 
(en aplicación de la presunción) a la TAMN, mientras que un préstamo sin interés pactado no se vería 
ajustado en lo absoluto.  
 
En consecuencia, consideramos que el artículo 26 de la LIR contiene dos reglas distintivas respecto de 
los préstamos: una renta presunta que, ante la realización de un préstamo a título oneroso [hecho 
primario], ajusta el interés pactado a la TAMN [hecho presunto que deriva como consecuencia del 
hecho primario], y una renta ficta que, ante la realización de un préstamo a título gratuito, mediante una 
ficción legal [hecho ficto] imputa la generación de intereses, que equivaldrán al valor de la TAMN.  
 
Dicha renta ficta, por otra parte, se encuentra en concordancia con los principios constitucionales 
aplicables a la tributación, pues el gravamen se realiza sobre la base de una satisfacción intangible del 
individuo que otorga el capital, cuyo valor monetario es relativamente sencillo de determinar (en este 
caso, a través de una tasa referencial en el mercado), por lo que nos encontramos ante un gravamen  
 
Por ende, creemos que es necesario interpretar el artículo 26 de la LIR como manifestación de una regla 
de imputación de renta ficta, la cual es aplicable a los servicios de financiamiento gratuitos. No obstante, 
en el caso particular de los préstamos entre partes vinculadas, debemos notar que el artículo 26, en su 
último párrafo, precisaba – al ejercicio 2005 – que “Las disposiciones señaladas en los párrafos 
precedentes serán de aplicación en aquellos casos en los que no exista vinculación entre las partes 
intervinientes en la operación de préstamo. De verificarse tal vinculación, será de aplicación lo 
dispuesto por el numeral 4) del Artículo 32 de esta Ley”. Este extremo es analizado en el siguiente 
acápite. 
 
3.4 Los préstamos entre partes vinculadas y la relación entre los artículos 26 y 32 de la LIR 
 
El artículo 26 de la LIR, al ejercicio 2005, contenía una remisión al numeral 4 del artículo 32 de la LIR. 
Para tales efectos, es necesario – a su vez – hacer una capitulación respecto del desarrollo histórico de 
las normas de valor de mercado previstas en el artículo 32 en la LIR. 
 
3.4.1 Las reglas de valor de mercado en la LIR 
 
Al respecto, la primera LIR en su concepción moderna – esto es, con el Decreto Legislativo No. 774 – 
establecía en su artículo 31 una regla de valor de mercado para las operaciones realizadas entre los 
socios o propietarios de empresas y estas últimas. En efecto, la norma original de la regla del valor de 
mercado establecía que el retiro de bienes o mercaderías por parte de los socios o propietarios para su 
uso personal o el de su familia (entre otros) considerará la transferencia al valor de mercado de estos 
bienes.  
 
Las reglas contenidas en dicho artículo eran las siguientes: 
 

1. En el caso de las existencias, el valor de mercado es el que se obtiene en las operaciones 
onerosas que la empresa realiza con terceros. 

2. En el caso de valores, cuando se coticen en el mercado bursátil, será el precio de dicho mercado, 
en caso contrario sobre la base del balance de la empresa emisora formulado a la fecha de la 
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transferencia o, en su defecto, del inmediato anterior a esa fecha siempre que el balance no 
tenga una antigüedad mayor a seis (6) meses.  

3. En el caso de bienes del activo fijo, cuando se trate de bienes respecto de los cuales se realicen 
transacciones frecuentes, será el que corresponda a dichas transacciones; cuando se trate de 
bienes respecto de los cuales no se realicen transacciones frecuentes será el valor de tasación. 
 

¿Qué significa, sin embargo, el concepto de valor de mercado? Goldberg ofrece la siguiente perspectiva 
(1982, pág. 834): 
 

“Las transacciones que ocurren fuera de un ámbito de libre competencia involucran potenciales diferencias 
de precio que no se pueden determinar sin primero establecer el mercado en el que dicha transacción, en 
un ámbito de libre competencia, se llevaría a cabo. 
[…] 
El problema del valor de mercado surge en un contexto de valorizar un bien o una transacción en manos 
de un contribuyente que no realiza dicha operación ante las fuerzas del libre mercado. La determinación 
del valor de mercado, entonces, puede ser dividida en dos preguntas diferentes. La primera, si el valor de 
la transacción equivale a lo que le hubiese costado al contribuyente adquirir ese bien – el denominado 
“valor de reemplazo” – o, en contraste, el valor que el contribuyente hubiese percibido por su venta – el 
denominado “valor de liquidación”. En segundo lugar, ¿qué valor debe elegirse dentro del rango de precios 
disponibles para el estándar apropiado, sea el valor de reemplazo o el de liquidación?” 

 
El valor de mercado, entonces, debe ser entendido como el valor que pactarían dos entidades en una 
situación de libre competencia, busca mitigar – para efectos tributarios – la sobre o subvaluación que 
llevarían a cabo dos entidades fuera de tal ámbito. Ya en 1907 Isaacs, en un caso ante la Corte Suprema 
de Australia, exponía la necesidad imperiosa que existía desde una perspectiva de derecho tributario de 
fijar un valor de mercado en el caso de terrenos y propiedad inmueble20: 
 

“Para llegar al valor de mercado de un terreno en una fecha, tenemos que suponer que se vende, no bajo el 
contexto de una venta forzada, sino por la negociación voluntaria entre vendedor y comprador, dispuestos 
a negociar, pero ninguno de ellos con tal ansiedad o vinculación que obviaría cualquier consideración 
ordinaria de negocios. Debemos entender que ambos tienen los mismos motivos para entrar en la 
transacción y que son conscientes de los elementos que afectan el valor del terreno, sea para bien o para 
mal, incluyendo su situación, carácter, calidad, proximidad a ciertos lugares, circunstancias a su alrededor, 
la demanda que existe por los terrenos, y la posibilidad entonces de aumentar o disminuir el precio, es 
decir, todas aquellas razones sin las cuales uno, de otra forma, estaría dispuesto a fijar el valor de una 
propiedad fuera de su valor de mercado.”  

 
En consecuencia, tenemos que la determinación de un valor de mercado en situaciones que escapan un 
contexto de libre competencia es clave para la correcta determinación del gravamen sobre el hecho 
material imponible: ello en tanto, en una situación fuera de dicho contexto, el gravamen podría verse 
reducido significativamente pues las partes no se ven obligadas a pactar un precio ante las presiones 
ordinarias del mercado.  
 
El valor de mercado, desde luego, puede provenir de distintas fuentes: sea, por ejemplo, de 
declaraciones tributarias vinculadas al bien (por ejemplo, en el caso de cesión de bienes inmuebles por 
personas naturales domiciliadas en el Perú, se toma el valor de autovalúo del predio), o la misma ley 
fijando un valor de mercado específico para los bienes (por ejemplo, en el caso del valor de las 
embarcaciones de recreo para aplicar el impuesto correspondiente). 
 
En el caso del artículo 31 de la LIR, el mismo ofrecía una solución a lo comentado por Goldberg: el 
contexto específico de cada operación de la empresa debe ser entendido sobre la base del mercado en 

 
20 Spencer v. The Commonwealth of Australia (Oct. 1907).  
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el que opera, y difícilmente podría el legislador establecer un valor de mercado absoluto para un bien o 
servicio.  
 
Ante ello, el legislador optó por una mirada endógena a las operaciones del contribuyente: el valor de 
mercado se realizará sobre la base de los valores asignados por el contribuyente a la venta de sus bienes 
o, en el caso de los valores mobiliarios, sobre la base de su balance. ¿En qué situación aplicaría esta 
determinación del valor de mercado? Pues en los casos en los que los socios, propietarios o familiares 
de estos retiren bienes de la empresa para su propia utilización. Dicha transacción, desde luego, no se 
encontraría ante las presiones del libre mercado.  
 
No obstante, la LIR – en ese entonces – extendía la aplicación de las reglas de valor de mercado a 
cualquier tipo de transferencia realizada por empresas o personas jurídicas. En efecto, el artículo 32 – 
en su acepción original – establecía: 
 

“Artículo 32º.- En los casos de ventas, aporte de bienes y demás transferencias a cualquier titulo, a 
personas jurídicas y empresas que se constituyan o ya constituidas, el valor asignado a los bienes para los 
efectos del Impuesto, será el de mercado, determinado de acuerdo con las reglas del artículo anterior. Si el 
valor asignado fuera superior, la SUNAT procederá a ajustarlo tanto para el adquirente como para el 
trasferente.” 

 
Nótese que, según las disposiciones de la LIR aprobada por el Decreto Legislativo No. 774, las 
operaciones sujetas a un ajuste al valor de mercado eran las establecidas en el artículo 31: esto es, el 
retiro de bienes por parte de los socios, propietarios o familiares de estos, en el caso de mercancías o 
existencias, valores mobiliarios y bienes del activo fijo. 
 
El artículo 32 de la LIR, sin embargo, excluía de manera llamativa el caso de los servicios. En estricto, 
vemos que la norma únicamente hace referencia a “ventas, aporte de bienes y demás transferencias a 
cualquier título”. El ajuste del valor de mercado a los servicios no estaba previsto en ese entonces por 
el legislador – sea por una deficiencia legislativa, o porque en tal entonces no se había identificado 
como una necesidad imperiosa. Y es llamativo, a su vez, que la norma de valoración únicamente incluya 
las ventas, aportes o transferencias a personas jurídicas y empresas (esto, sin embargo, fue modificado 
por el Decreto Legislativo No. 799, del 31 de diciembre de 1995). 
 
3.4.2 Las normas de precios de transferencia y el Decreto Legislativo No. 810 
 
Ahora bien, en 1995 nos encontramos ante un hito fundacional en materia de la determinación del valor 
de mercado para efectos tributarios: la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE) publicó sus primeras Directrices para la aplicación las Normas de Precios de Transferencia 
para Entidades Multinacionales y Administraciones Tributarias.  
 
En dichas Directrices, se estableció lo imprescindible que resulta introducir en las legislaciones 
tributarias mecanismos para determinar el “valor de mercado” para las transacciones entre partes 
vinculadas (OCDE, 1995, pág. 6):  
 

“El rol de empresas multinacionales (MNE) en el mercado global se ha incrementado dramáticamente 
durante los últimos 20 años. Ello en parte refleja la integración incrementada de economías nacionales y 
progreso tecnológico, particularmente en el área de las comunicaciones. El crecimiento de las MNE 
presenta problemas de tributación crecientemente complejos para tanto las administraciones tributarias 
como las MNE mismas pues las distintas reglas aplicables en cada país para el gravamen de las MNE no 
pueden ser miradas individualmente sino en un contexto internacional amplio. 
 
[…] 
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Para poder aplicar un gravamen a cada entidad separada en transacciones intragrupo, los miembros 
individuales de cada grupo económico deben ser gravados sobre la base de que actúan en cumplimiento de 
un principio de plena competencia en sus transacciones con cada otro. Sin embargo, la relación entre 
miembros de un grupo multinacional permite que el grupo establezca condiciones especiales en sus 
relaciones intragrupo que difieren de aquellas que hubiesen sido establecidas si es que los miembros del 
grupo hubiesen actuado como entidades independientes en un libre mercado. Para asegurar la aplicación 
correcta del gravamen sobre cada entidad, los miembros de la OCDE han adoptado el principio de plena 
competencia, bajo el cual los efectos de condiciones especiales sobre los niveles de ganancia deben ser 
eliminados.”  

 
Así, en el ámbito internacional se reconoció la problemática que representaban las transacciones entre 
partes vinculadas, desarrollándose una metodología uniforme para poder establecer el “valor de 
mercado” de este tipo de operaciones.  
 
Nuestra legislación se ajustó de manera coherente con lo señalado por la OCDE. En efecto, el 20 de 
abril del 1996 se publicó el Decreto Legislativo No. 810, que incorporó al artículo 31 de la LIR un 
cuarto párrafo en cuanto a la determinación del valor de mercado: 
 

“4) Para las transacciones entre empresas vinculadas económicamente, [el valor de mercado será] el que 
normalmente se obtiene en las operaciones que la empresa realiza con terceros no vinculados, en 
condiciones iguales o similares; debiendo tenerse en cuenta todos los elementos que sean pertinentes. De 
no poder determinarse este valor, será el que establezca el mercado.” 

 
Si revisamos la Exposición de Motivos del Decreto Legislativo No. 810, sin embargo, vemos que no se 
hace referencia alguna a las Directrices de la OCDE en materia de precios de transferencia. El 
legislador, más bien, se limita a comentar lo siguiente: 
 

“El proyecto de Decreto Legislativo sobre el Impuesto a la Renta incluye un artículo referido al tema de 
empresas vinculadas económicamente. El objetivo del artículo es evitar que las empresas que se encuentran 
vinculadas económicamente eludan el Impuesto a la Renta. Es frecuente que empresas que pagan su 
Impuesto a la Renta en base al Impuesto Mínimo sobrefacturen a otras empresas vinculadas para 
incrementar artificialmente sus gastos deducibles y disminuir así sus gastos deducibles y disminuir así la 
base imponible para efectos del Impuesto. El proyecto que se presenta establece que en las transacciones 
entre empresas vinculadas el valor de la operación será el que la empresa realice con terceros con los que 
no guarda relación de vinculación. De no poder determinarse dicho valor se aplicará el valor de mercado.”  

 
La modificación introducida aquí por el Decreto Legislativo No. 810 es ilustrativa. Tenemos, por un 
lado, el reconocimiento de que las empresas vinculadas económicamente tienen la posibilidad de 
asignar recursos fuera de un ámbito de libre competencia, reduciendo así su carga tributaria. Por otro 
lado, sin embargo, es sorprendente que la norma hace la precisión de distinguir entre “el valor que 
normalmente se obtiene en las operaciones que la empresa realiza con terceros no vinculados” y “el 
valor de mercado”, pues señala que, en caso no se pueda determinar el primero, será de aplicación el 
segundo (utilizando los métodos establecidos en los numerales 1 a 3 del artículo 31 de la LIR). 
 
3.4.3 El valor de mercado de los servicios – la Ley No. 27356 
 
No es sino con la publicación de la Ley No. 27356 que la LIR – para ese entonces, ordenada bajo el 
Decreto Supremo No. 054-99-EF – establece la posibilidad de realizar el ajuste al valor de mercado de 
los servicios, e incorpora métodos de precios de transferencia reconocidos por la OCDE para la 
determinación del “valor de mercado” para efectos tributarios, como el método del precio de costo 
incrementado o el método del precio de reventa (en el numeral 4 del artículo 32).  
 
Así, a partir del 1 de enero del 2001, el artículo 32 de la LIR precisaba lo siguiente: 
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“Artículo 32.- En los casos de ventas, aportes de bienes y demás transferencias de propiedad a cualquier 
título, así como prestación de servicios y cualquier otro tipo de transacción, el valor asignado a los bienes, 
servicios y demás prestaciones, para efectos del Impuesto, será el de mercado. Si el valor asignado difiere 
del de mercado, sea por sobrevaluación o subvaluación, la SUNAT procederá a ajustarlo tanto para el 
adquirente como para el transferente.” 
 

[Énfasis agregado] 
 
La razón que brinda el legislador para la inclusión de los servicios en el ámbito de aplicación de una 
norma que permita ajustar el valor de mercado a la SUNAT para efectos tributarios está en el Diario de 
los Debates de la Primera Legislatura Ordinaria del año 2000. Al respecto, el congresista Joy Way se 
limita a comentar lo siguiente:  
 

“También se ha legislado sobre cómo establecer los valores de mercado para evitar sobrevalorizaciones y 
subvaluaciones, que son formas de reducir la base imponible […]. Aquí está incluido el tema de los 
servicios, porque hay muchos estudios de abogados o consultorías que ponen como costo por servicios 100 
nuevos soles la hora cuando en realidad están cobrando 200 dólares la hora. Entonces, eso también se está 
limitando.”  

 
La explicación, consideramos, es manifiestamente insuficiente, y no brinda un sustento técnico – 
siquiera uno jurídico – para incluir a los servicios dentro del ámbito de aplicación del artículo 32 de la 
LIR. Una cuestión que no resuelve la modificación introducida por el legislador, desde luego, es la 
forma en que se determinará el valor de mercado de los servicios entre partes no vinculadas (la cual se 
determinaría mediante Decreto Supremo), toda vez que los numerales 1 al 3 del artículo 32 solamente 
estaban referidos a supuestos de enajenación de bienes (existencias, valores mobiliarios y bienes del 
activo fijo, respectivamente),  
 
Ello resulta inclusive más llamativo cuando notamos que en las Directrices de la OCDE de 1995, en su 
capítulo II, incluyen comentarios en cuanto a la problemática vinculada a los servicios entre partes 
vinculadas, habiendo reconocido – ya desde el año 1979 en sus reportes de transacciones intragrupo – 
la problemática que dichas situaciones representaban para la tributación internacional.  
 
En este punto, podemos ver que el legislador había reconocido la importancia de la determinación del 
valor de mercado para efectos tributarios – sea desde una perspectiva de recaudación o una optimización 
de los de la capacidad contributiva y equidad en materia tributaria – pero no había incorporado a total 
cabalidad las normas de precios de transferencia en los términos que la OCDE sugería, sin siquiera 
referenciar a dicho Organismo en las explicaciones que daba el legislador para este tipo de normas. Un 
ejemplo de ello es el Memorándum No. 937-2003 de la SUNAT, en el cual precisó que, a pesar de que 
el método del margen neto transaccional se encontraba aceptado para efectos de los precios de 
transferencia por parte de la OCDE para determinar el “valor de mercado” de una transacción, la 
aplicación de dicho método “no contaría con amparo legal, por lo que se estaría incurriendo en una 
causal de nulidad”.  
 
3.4.4 La introducción del artículo 32-A de la LIR y su relación con el artículo 26 
 
Con fecha 23 de diciembre del 2003, se publicó en el diario oficial El Peruano el Decreto Legislativo 
No. 945, que introdujo sustanciales modificaciones a la LIR – vigentes a partir del 1 de enero del 2004 
– entre las cuales se encontraba el artículo 32-A. Dicho artículo 32-A incluía, finalmente, las normas 
de precios de transferencia, aplicando métodos previstos de manera explícita por la OCDE en sus 
Directrices, como lo eran el precio comparable no controlado, el precio de reventa, el costo no 
incrementado, la partición de utilidades, entre otros.  
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¿Qué explicación brindó el legislador para esta incorporación? En la Exposición de Motivos del Decreto 
Legislativo No. 945 se referenció, entre otros, que las normas de transferencia únicamente hacían 
referencia al concepto de “vinculación económica”, ignorando otros tipos de vinculación. Ahora bien, 
dicha norma también modificó el artículo 26 de la LIR, el cual – conforme hemos señalado – contenía 
una regla de imputación de rentas en el caso de préstamos.  
 
La precisión establecida en el último párrafo del artículo 26 de la LIR en cuanto a que “Las 
disposiciones señaladas en los párrafos precedentes serán de aplicación en aquellos casos en los que 
no exista vinculación entre las partes intervinientes en la operación de préstamo” y que “De verificarse 
tal vinculación, será de aplicación lo dispuesto por el numeral 4) del Artículo 32 de esta Ley” es 
explicada por el legislador en los siguientes términos: 
 

“El último párrafo del artículo 26° [tiene] la finalidad de señalar que la presunción en él establecida sólo 
es aplicable a las operaciones de préstamo entre partes independientes.”  

 
La remisión del artículo 26 de la LIR al artículo 32 es de por sí problemática. En efecto, mientras que 
el artículo 32, numeral 4 de la LIR contemplaba la aplicación de las normas de precios de transferencia 
para determinar el valor de mercado para todas las transacciones entre partes vinculadas y aquellas que 
se realicen desde, hacia o a través de territorios de baja o nula imposición, el artículo 26 de la LIR 
únicamente realizaba una remisión respecto del primer supuesto. La norma, entonces, no brindaba 
claridad alguna sobre qué artículo primaría para los préstamos que se realicen desde, hacia o a través 
de territorios de baja o nula imposición21 
 
Por otra parte, de la explicación brindada por el legislador respecto del último párrafo del artículo 26 
de la LIR (en su Exposición de Motivos), pareciera ser que la regla de imputación contenida en dicha 
norma respecto de los préstamos gratuitos no es aplicable a las transacciones entre partes vinculadas.   
 
3.4.5 El problema con los servicios “gratuitos” en el artículo 32 
 
Sin embargo, existía otro problema con el artículo 32 de la LIR que no sería advertido por el legislador 
sino hasta la publicación de la Ley No. 28655 (publicada el 29 de diciembre del 2005 y vigente desde 
el 1 de enero del 2006). En efecto, el artículo 32 de la LIR, con su redacción vigente hasta el 31 de 
diciembre del 2005, establecía que la SUNAT estaba facultada a ajustar el valor de mercado de las 
siguientes transacciones: 
 

1. Las ventas, aportes bienes y demás transferencias de propiedad a cualquier título, y; 
2. La prestación de servicios y cualquier otro tipo de transacción. 

 
La problemática la identifica – aunque, consideramos, de manera controvertida – Muñoz Salgado, quien 
considera que, mientras que la LIR habría reconocido que las enajenaciones y transferencias de bienes 
son susceptibles de generar una renta “ficta” que posteriormente se puede valorizar, ello no ocurre con 
los “servicios gratuitos” (2016, pág. 165): 
 

“La regla de valor de mercado, de ningún modo, puede ampliar los supuestos de renta previstos en la LIR, 
pues su propósito no es ése. En ese sentido, el valor de mercado no implica la creación de una renta 
presunta, renta ficta ni una renta imputada.  
 

 
21 En este caso, defendemos la prevalencia del artículo 32-A de la LIR sobre el artículo 26, en tanto el primero se 
refiere a una operación específica que no ha sido distinguida como tal en el artículo 26. 
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Por supuesto, que utiliza una ficción, pero como instrumento para la mensuración. Ella asigna, allí donde 
las partes consideran que no existe renta alguna, un rendimiento que debe engrosar la base imponible del 
IR.  
 
No obstante, ello solo ocurre, en tanto y en cuanto, previamente exista una renta que valorizar. 
 
[…] 
 
Actualmente, existen diversos pronunciamientos de la SUNAT sobre la aplicación de las normas de valor 
de mercado (incluyendo la de precios de transferencia) a operaciones gratuitas. Consideramos que esos 
informes contienen conclusiones debatibles que son las siguientes: 
 
1. Han producido opiniones contradictorias y dualidad de criterio. 
2. Pueden generar problemas de doble imposición. 
3. Conllevan una interpretación extensiva de la LIR lo que no es aceptable en el derecho tributario 

peruano.”  
 
La tesis central de Muñoz Salgado se sustenta en que la LIR, en su artículo 1, literal c), ha precisado 
que el Impuesto grava “otros ingresos que provengan de terceros, establecidos por la Ley” y que el 
Reglamento de la LIR incluye dentro de tales ingresos, en su inciso g), a las ganancias provenientes de 
transferencias a título gratuito que realice un particular a favor de las personas jurídicas. Ello estaría 
circunscrito para el caso de las empresas, pues la adopción de la teoría de renta que incluye como objeto 
de gravamen a todos los ingresos provenientes de terceros está limitada a las empresas, según el artículo 
3 de la LIR. 
 
De esta forma, sostiene Muñoz Salgado, mientras que es posible argumentar que las transferencias a 
título gratuito generan una “renta” según lo previsto en el artículo 1 de la LIR, no es posible argumentar 
lo propio para los servicios a título gratuito, pues no están incluidos dentro del concepto de “renta” en 
los artículos 1 a 3 de la LIR. 
 
En síntesis, la autora sugiere que, en tanto los servicios a título gratuito no generan una “renta” según 
lo previsto en la LIR, no es posible aplicar una regla de valoración a los mismos. Según su tesis, no 
existiría norma en el ordenamiento tributario que impute una renta ficta por los servicios gratuitos, por 
lo que pretender valorizarlo sin que antes se impute, de manera explícita, la renta contraviene, entre 
otros, el principio de reserva de ley en materia tributaria. 
 
Nótese que en este caso Muñoz Salgado mantiene dicha postura no solamente hacia el ejercicio 2005, 
el cual el presente trabajo busca analizar, sino inclusive a partir del ejercicio 2006. En estricto, mientras 
que al ejercicio 2005 el artículo 32 permitía a la SUNAT valorizar las transferencias a cualquier título 
y los servicios (lo que podía llevar a interpretar que únicamente eran valorizables los servicios 
onerosos), a partir de la Ley No. 28655 ello fue modificado, y el artículo 32 estableció que la SUNAT 
podía valorizar las transferencias y servicios a cualquier título (intentando, de alguna forma, cerrar la 
discusión que subsistía al ejercicio 2005). No obstante, Muñoz Salgado concluye que, a pesar del 
cambio en el artículo 32 de la LIR a partir del ejercicio 2005, en tanto los servicios a título gratuito no 
están contemplados como un supuesto de “renta” en el capítulo I de la LIR (“Ámbito de aplicación”), 
no es coherente que se permita a la SUNAT imputar una renta ficta en el artículo 3222. 

 
22 El artículo de Muñoz Salgado es ilustrativo para explicar la problemática suscitada por el artículo 32 de la LIR. 
No obstante, consideramos que concluir que la SUNAT se encontraba imposibilitada de valorizar los servicios a 
título gratuito porque los artículos 1 a 3 no los incluían dentro del concepto de “renta” resulta, cuando menos, 
problemático. En efecto, ello nos llevaría a concluir que el artículo 26 de la LIR no puede prever una renta ficta 
para los préstamos gratuitos ya que los servicios de financiamiento gratuito no se incluyeron en los artículos 1-3 
dentro del concepto de “renta”, o que no son aplicables las rentas netas para la aplicación de las retenciones a las 
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Ahora bien, mientras que la discusión en lo relativo a los servicios a título gratuito guarda relación con 
el análisis que hemos pretendido realizar en este trabajo, nos queremos enfocar en el caso particular de 
los servicios de financiamiento a título gratuito entre partes vinculadas. En efecto, siendo que el artículo 
26 dispone que su aplicación es a todos los préstamos, es relevante analizar el alcance de dicha 
imputación para efectos de los servicios de financiamiento gratuitos, especialmente si tomamos en 
cuenta que: i) es posible interpretar que el artículo 26 de la LIR no es aplicable en su totalidad para los 
préstamos entre partes vinculadas (ello, posiblemente, se desprende del último párrafo de dicho 
artículo), y ii) según la interpretación de parte de la doctrina, como Muñoz Salgado, así como el Tribunal 
Fiscal en su Resolución 02112-5-2019, los servicios gratuitos entre partes vinculadas no estarían sujetos 
a un ajuste de valor de mercado de la SUNAT pues no generarían “renta ficta” alguna.  
 
Es relevante, en este extremo, analizar ciertas opiniones vertidas por la Administración Tributaria sobre 
esta materia.  
 
3.4.6 Las opiniones de la Administración Tributaria en cuanto a la controversia 

 
a) Informe No. 055-2003-SUNAT 

 
En este caso, se le consultó a la Administración Tributaria si es que, en virtud al artículo 32 
de la LIR, los servicios prestados a título gratuito se encontraban afectos al Impuesto a la 
Renta.  
 
En efecto, sobre la base de la norma materia de consulta a la SUNAT, el artículo 32 de la 
LIR precisaba que la SUNAT podía ajustar el valor de mercado de “ventas, aportes de 
bienes y demás transferencias de propiedad a cualquier título, así como prestación de 
servicios y cualquier otro tipo de transacción”.  
 
La SUNAT, en aquel entonces, reflexionó que cuando la LIR ha querido considerar una 
renta como gravada, inclusive en el caso de rentas imputadas, “la misma ha sido incluida 
expresamente en la norma”. Ante ello, señala que, si el legislador hubiese querido 
establecer que los servicios a título gratuito generan renta gravada, lo hubiese hecho de 
forma expresa, tal como lo hizo respecto de los retiros de bienes previstos en el artículo 31 
en ese entonces. 
 
En consecuencia, la conclusión de la SUNAT en su Informe No. 055-2003-SUNAT es la 
siguiente: 
 

“El prestador de los servicios a título gratuito no se encuentra gravado con el Impuesto a la 
Renta, por los mismos.”  

 
b) Informe No. 143-2005-SUNAT 

 

 
personas naturales no domiciliadas por sus rentas de fuente peruana, toda vez que están fijadas en el artículo 76 
de la norma, y no así en el capítulo de “rentas netas”. La pregunta que, finalmente, Muñoz Salgado no responde, 
es qué sustento técnico-constitucional podría haber existido para que la SUNAT esté facultada para valorar los 
servicios a título oneroso (por más simbólica que sea la onerosidad) y no así los servicios a título gratuito, máxime 
cuando el artículo 32 refiere a “servicios” y no necesariamente a “servicios a título oneroso”. Consideramos, en 
este caso, que mientras que el artículo de Muñoz Salgado resulta valioso en cuanto a la síntesis que ofrece de la 
controversia y los apuntes interpretativos de la autora, la conclusión debe establecerse tomando en cuenta no 
solamente los preceptos legales tributarios, sino también, y con mayor razón, los preceptos constitucionales.  
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Mediante la consulta interpuesta a la SUNAT en el Informe No. 143-2005-SUNAT, la duda 
institucional versó sobre el supuesto del servicio de mantenimiento gratuito prestado por 
una Empresa Administradoras de Fondos Colectivos a favor de sus asociados y su 
tratamiento respecto del Impuesto a la Renta y el Impuesto General a las Ventas. 
 
En esta opinión, la SUNAT se limita a insistir las conclusiones vertidas en su Informe No. 
055-2003, señalando que, de acuerdo con tal criterio, “el prestador de los servicios a título 
gratuito no se encuentra gravado al Impuesto a la Renta por los mismos”.  
 

c) Informe No. 090-2006-SUNAT 
 
Posteriormente, habiéndose modificado ya la LIR, mediante la Ley No. 28655, para que la 
redacción del artículo 32 de la norma estableciese una determinación de valor de mercado 
para los servicios y cualquier otro tipo de prestación “a cualquier título”, evitando la posible 
interpretación de que los servicios a título gratuito estaban excluidos de la norma, se le 
consultó a la SUNAT por este tema. 
 
En efecto, la consulta estuvo directamente fijada en cuanto a si el artículo 32 de la LIR era 
aplicable para ajustar el valor de mercado de los servicios a título oneroso y gratuito, o si 
únicamente era aplicable para los servicios a título oneroso. 
 
La SUNAT se basó en la literalidad de la norma (el enunciado “a cualquier título” es 
aplicable a todas las prestaciones señaladas en la norma, incluyendo los servicios) y en la 
Exposición de Motivos de la Ley No. 2865523 para concluir, en este caso, que los servicios 
a título gratuito están sujetos a los ajustes de valor de mercado previstos en el artículo 32 
por lo menos a partir del ejercicio 2006.  
 
En ese sentido, la conclusión de la SUNAT en su Informe No. 090-2006-SUNAT es la 
siguiente: 
 

“Los servicios a los que se refiere el primer párrafo del artículo 32° del TUO de la Ley del 
Impuesto a la Renta comprenden tanto a aquellos realizados a título oneroso, como a aquellos 
realizados a título gratuito por empresas, los cuales deberán ser ajustados al valor de mercado 
para efecto del Impuesto a la Renta.” 

 
De esto último es posible inferir que, en tanto la SUNAT sustenta su posición en la 
literalidad del artículo 32 de la LIR y la Exposición de Motivos No. 28655, recién 
incorporadas en nuestro ordenamiento jurídico a partir del ejercicio 2006, la 
Administración consideró que al ejercicio 2005 no era posible aplicar las normas de valor 
de mercado previstas en el artículo 32 a los servicios a título gratuito.  

Ante ello, procedemos, en el siguiente acápite, a ofrecer nuestros comentarios sobre la materia 
controvertida.  

3.5 Nuestra posición: ¿era posible aplicar las normas valorativas del artículo 32 de la LIR a los 
préstamos entre partes vinculadas al ejercicio 2005, antes de que dicha norma extendiese su 
aplicación a los “servicios […] a cualquier título”? 
 

 
23 Al respecto, en dicha Exposición de Motivos el legislador señaló como fundamento de la modificación del 
artículo 32 que bajo la redacción previa era posible interpretar que los ajustes de valor de mercado no alcanzaban 
a los servicios gratuitos.  
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A efectos de poder ofrecer un análisis coherente y organizado respecto de la controversia, nos 
enfocamos dos posibles interpretaciones particulares respecto del problema jurídico principal aquí 
expuesto. Dichas interpretaciones, respecto de la normativa aplicable al ejercicio 2005, son las 
siguientes: 
 
1. No era posible aplicar las reglas de valoración del artículo 32 de la LIR a los préstamos gratuitos 

entre partes vinculadas, toda vez que el artículo 32 no contenía una regla de imputación ficta para 
los servicios a título gratuito (posición de Muñoz Salgado y el Tribunal Fiscal en su Resolución 
No. 02112-5-2019). 

2. Era posible aplicar las reglas de valoración del artículo 32 de la LIR a los préstamos gratuitos entre 
partes vinculadas, toda vez que el artículo 26 de la LIR contenía una imputación de renta ficta para 
todos los préstamos, y no era necesario que el artículo 32 prevea dicha imputación (posición del 
voto singular de la vocal Márquez Pacheco en la RTF No. 02112-5-2019).  

Nuestros comentarios sobre dichas interpretaciones se encuentran a continuación: 

3.5.1 Primera interpretación posible: no era posible aplicar las reglas de valoración del artículo 32 a 
los préstamos gratuitos entre partes vinculadas, pues no contenía una imputación de renta ficta 
para servicios a título gratuito 

Esta primera interpretación encuentra su resumen nítido de la siguiente manera: en tanto al ejercicio 
2005 el artículo 32 no era aplicable a los servicios a título gratuito, pues no imputaba una “renta ficta” 
por aquellos, no era aplicable – en consecuencia – a los servicios de financiamiento gratuito entre partes 
vinculadas. 
 
Esta es la postura del Tribunal Fiscal en su Resolución No. 02112-5-2019, la cual da origen a este 
trabajo. En ella, el Tribunal hace la siguiente precisión: 
 

“Que en ese sentido, por los ejercicios 2004 y 2005 el artículo 32° de la Ley del Impuesto a la Renta, con 
la modificación efectuada a través del Decreto Legislativo No. 945, establecía una regla del valor de 
mercado aplicable a los casos de transferencia de bienes a cualquier título, es decir, sin importar que ésta 
se realizara a título oneroso o a título gratuito, siendo que para el caso de la prestación de servicios, 
incluidos los servicios de financiamiento y cualquier otro tipo de transacción, al no indicarse la expresión 
“a cualquier título” solo podía entenderse aplicable a operaciones a título oneroso.  
[…] 
Que de acuerdo a lo expuesto, en el presente caso no correspondía que la Administración en el ejercicio 
2005 aplicara la regla de valor de mercado prevista en los artículos 32 y 32-A de la Ley del Impuesto a la 
Renta, para el caso de la operación de financiamiento realizada por la recurrente con su empresa vinculada 
no domiciliada en la cual no se había pactado el pago de intereses, toda vez que en dicho ejercicio no se 
contemplaba en el ámbito de aplicación de dicha regla el supuesto de la prestación de servicios a título 
gratuito.”  

El Tribunal Fiscal arriba a dicha conclusión atendiendo a la literalidad de la norma en manera similar 
al citado Informe No. 055-2003-SUNAT. Mientras que para el caso de transferencias el legislador sí 
había previsto que las normas de valor de mercado aplicaban para las transacciones de ese tipo “a 
cualquier título” (es decir, a título oneroso y a título gratuito), únicamente se había limitado a precisar 
su aplicación a “servicios”, sin precisar que estos incluían los servicios a título gratuito. 
 
Adicionalmente, el Tribunal se refiere a la Exposición de Motivos de la Ley No. 28655. Conforme 
hemos explicado en este trabajo, la Ley No. 28655 modificó el artículo 32 de la LIR para que el 
enunciado “a cualquier título” no esté limitado en su calificación a las transferencias de bienes, sino a 
todas las transacciones. La modificación se hizo en el siguiente sentido: 
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Artículo 32 de la LIR antes de su 
modificación por la Ley No. 28655 

Artículo 32 de la LIR después de su 
modificación por la Ley No. 28655 

 
En los casos de ventas, aportes de bienes y demás 
transferencias de propiedad a cualquier título, 
así como prestación de servicios y cualquier otro 
tipo de transacción, el valor asignado a los 
bienes, servicios y demás prestaciones, para 
efectos del Impuesto, será el de mercado. Si el 
valor asignado difiere del de mercado, sea por 
sobrevaluación o subvaluación, la 
Superintendencia Nacional de Administración 
Tributaria - SUNAT procederá a ajustarlo tanto 
para el adquirente como para el transferente. 

 
En los casos de ventas, aportes de bienes y demás 
transferencias de propiedad, de prestación de 
servicios y cualquier otro tipo de transacción a 
cualquier título, el valor asignado a los bienes, 
servicios y demás prestaciones, para efectos del 
Impuesto, será el de mercado. Si el valor 
asignado difiere al de mercado, sea por 
sobrevaluación o subvaluación, la 
Superintendencia Nacional de Administración 
Tributaria - SUNAT procederá a ajustarlo tanto 
para el adquirente como para el transferente. 

 
Sobre el particular, el legislador explicó dicha modificación en su Exposición de Motivos en los 
siguientes términos: 
 

“De la redacción del primer párrafo del artículo 32 de la LIR fluye que actualmente se ajusten a valor de 
mercado las transacciones de bienes a cualquier título (oneroso o gratuito) así como las prestaciones de 
servicios. Sin embargo, en este último caso teniendo en cuenta que la norma no ha indicado que el ajuste 
se efectúa cuando el servicio se hubiese prestado a cualquier título, se puede llegar a concluir que sólo se 
ajusta cuando ha sido prestado a título oneroso.  
 
Tal conclusión conlleva a los siguientes problemas: (i) No existe una diferencia sustancial entre un servicio 
prestado a título gratuito y otro por el que se cobra un importe simbólico; no obstante, de acuerdo con la 
normatividad vigente, sólo podría ajustarse el último; y, (ii) No existe razón técnica que sustente el 
tratamiento diferenciado entre la transferencia de un bien y la prestación de un servicio, ambos realizados 
a título gratuito.  
 
[…] 
 
Por las razones expuestas, se propone: 
 
(i) Establecer la obligación de ajustar a valor de mercado la prestación de servicios aun cuando se hubiese 
efectuado a título gratuito […].”  

De esta forma, el Tribunal Fiscal parece entender que en tanto el artículo 32 – sea por la literalidad de 
la norma o la explicación que ofreció el legislador para un cambio posterior – no incluía a los “servicios 
a título gratuito”, no era posible aplicarla a un préstamo gratuito entre partes vinculadas como pretendió 
la SUNAT en el caso controvertido en la RTF No. 02112-5-2019.  
 
Quien adopta una posición similar a la del Tribunal Fiscal en la jurisprudencia citada es la autora Muñoz 
Salgado. En un primer artículo publicado sobre la materia en el 2016 [Impacto de las normas de precios 
de transferencia a las operaciones gratuitas entre empresas del mismo grupo económico], la autora 
analiza la posibilidad de aplicar las reglas de valoración del artículo 32 a los servicios a título gratuito 
en general (i.e. no específicamente a los préstamos gratuitos) entre partes vinculadas.  
 
Haciendo hincapié en que el análisis realizado por Muñoz Salgado se refiere al artículo 32 de la LIR en 
sus términos modificados (es decir, donde el término “a cualquier título” aplicaría también para los 
servicios), consideramos que sus reflexiones son valiosas. Véase, por ejemplo, que la autora precisa que 
si el legislador no ha incluido en los artículos 1 al 5 de la LIR, que están en el capítulo denominado 
“Del ámbito de aplicación”, a los servicios a título gratuito como supuestos generadores de una renta 
imputada, no es coherente que así lo haga en su artículo 32 (2016, págs. 164-165): 
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“Los artículos que desarrollan la regla de valor de mercado aplicable en el Perú se encuentran contenidos 
en el “Capítulo V – De la Renta Bruta” de la LIR y están dirigidos a valorizar aquellos elementos que son 
útiles para hallar tal renta bruta. 
 
Siendo consecuentes con este entendimiento, no tendría sentido alguno que el legislador desarrolle en el 
capítulo I de la LIR, con específico detalle, las rentas que se gravarán con el impuesto para que luego, en 
un capítulo V completamente ajeno, agregue un supuesto adicional, como pretende sostener los informes 
de SUNAT.  
[…] 
La regla de valor de mercado, de ningún modo, puede ampliar los supuestos de renta previstos en la LIR, 
pues su propósito no es ése. En ese sentido, el valor de mercado no implica la creación de una renta 
presunta, renta ficta ni renta imputada.”  

 
Para Muñoz Salgado, en aquella primera posición, el artículo 32 – incluso cuando señalaba que era 
aplicable para los “servicios […] a cualquier título” – no podía imputar renta ficta alguna, por lo que – 
naturalmente – no era aplicable a aquello que no era “renta”. Para poder valorizar una renta, la misma 
debe ser reconocida como tal por la LIR, y los servicios a título gratuito, según la autora, no estarían 
considerados como “renta” para la norma. 
 
La conclusión de Muñoz Salgado es, desde luego, aplicable también para el ejercicio 2005. Si es que la 
autora considera que no era posible aplicar las normas del artículo 32 a los servicios a título gratuito a 
pesar de que la norma es explícita en cuanto a ello, con mayor razón considerará que no era posible 
aplicarlas cuando la norma no era explícita sobre la materia (i.e. el artículo 32 antes de ser modificado 
de la Ley No. 28655 que aplicaba a los “servicios”).  
 
Posteriormente, Muñoz Salgado publicó en el 2020 un artículo sobre el caso particular de los préstamos 
gratuitos entre partes vinculadas. En dicha ocasión, la autora concluyó – en virtud de la modificación 
introducida por la Ley No. 28655 al artículo 32 – que al ejercicio 2005 no eran aplicables las normas 
de precios de transferencia a los préstamos gratuitos entre partes vinculadas, pues los servicios gratuitos, 
bajo ningún concepto, generaban “renta” para efectos del Impuesto (Muñoz Salgado, 2020, pág. 353). 
 
Por su parte, en cuanto a la relación del artículo 26 de la LIR con el artículo 32, Muñoz Salgado precisa 
que “el artículo 32 de la LIR se mantenía inaplicable a servicios gratuitos, por lo que la norma de valor 
de mercado, así como la de precios de transferencia carecían de efecto para valorizar estas 
operaciones”. Ante ello, al ofrecer el artículo 26 de la LIR una prueba en contrario a la presunción 
contenida en él (los libros contables del deudor), la norma no permitiría aplicar plenamente la valoración 
a los préstamos gratuitos entre partes vinculadas (Muñoz Salgado, 2020, págs. 351-352). 
 
Las reflexiones ofrecidas por el Tribunal Fiscal en su RTF No. 02112-5-2019 y Muñoz Salgado son, en 
sus propios términos, valiosas. Es llamativo que la autora haya ofrecido mayor sustento para arribar a 
su conclusión que el órgano resolutor en materia tributaria, el cual se limitó a reiterar la literalidad de 
la norma y citar la Exposición de Motivos de la Ley No. 28655. 
 
Tanto el Tribunal Fiscal como Muñoz Salgado consideran, en este caso, que al ejercicio 2005 no era 
posible aplicar una regla de valoración prevista en el artículo 32 de la LIR a los préstamos gratuitos 
entre partes vinculadas. Esta conclusión, sin embargo, no resulta satisfactoria por las razones que 
explicamos a continuación. 
 
En primer lugar, tanto en el análisis de Muñoz Salgado como el del Tribunal Fiscal, la Exposición de 
Motivos No. 28655 juega un rol crucial. En efecto, al hacer referencia a la Exposición de Motivos de la 
norma que modificó el artículo 32 de la LIR a partir del ejercicio 2006, tanto la autora como el órgano 
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resolutor interpretan que ello significa que los servicios a título gratuito estaban excluidos del ámbito 
de aplicación de las normas valorativas del artículo 32. 
 
Nótese, sin embargo, que en ningún caso el legislador ha sido concluyente en cuanto a la posibilidad de 
ajustar a valor de mercado los servicios a título gratuito según el artículo 32 de la LIR. En el citado 
Dictamen se propone establecer expresamente dicha posibilidad, lo que no conlleva, necesariamente, 
que dicha posibilidad no haya podido ser inferida de la norma previamente según una lectura 
teleológica. 
 
Por otra parte, en la citada Exposición de Motivos el legislador reconoció que de la lectura del artículo 
32 de la LIR se puede llegar a concluir que no es posible ajustar a valor de mercado los servicios a 
título gratuito, sin que ello implique que se debe llegar a dicha conclusión. Desde luego, una lectura 
restrictiva y literal de la norma nos llevaría a entender que, mientras que para el caso de transferencia 
de bienes es posible ajustar el valor de mercado de las operaciones a “cualquier título”, la ausencia de 
tal frase para el caso de servicios implica que únicamente están dentro del ámbito de aplicación los 
servicios a título oneroso. 
 
No obstante, mientras que aquella es una de las posibles lecturas del artículo 32 en su redacción previa 
al ejercicio 2006, no es la única, ni mucho menos la que mejor compatibiliza el significado de la norma 
con los preceptos constitucionales. Efectivamente, si reconocemos que la imputación de rentas fictas 
guarda una estrecha relación con los principios de capacidad contributiva y equidad, la optimización de 
dichos principios en la lectura de la disposición normativa nos debe llevar a concluir que los servicios 
a título gratuito también son susceptibles de generar rentas fictas, pues la distinción entre las 
transferencias de bienes y servicios sería arbitraria e inconstitucional. 
 
Ahora bien, el caso particular que nos enfrenta es el de los servicios de financiamiento a título gratuito 
(i.e. los préstamos) entre partes vinculadas. En efecto, mientras que es altamente discutible que el 
artículo 32 de la LIR, al ejercicio 2005, no permitía el ajuste de valor de mercado de los servicios a 
título gratuito (conforme lo señaló Muñoz Salgado en su artículo en el 2016), sostenemos que en el caso 
de préstamos a título gratuito esta posibilidad estaba fijada justamente por el artículo 26 de la LIR. 
 
Y es que, en efecto, conforme hemos citado previamente, el artículo 26 de la LIR, al ejercicio 2005, 
contenía dos reglas tributarias: 
 

1. Una regla de renta presunta, valorizando los préstamos otorgados con un interés menor a la 
TAMN; y 

2. Una regla de renta ficta, imputando una renta no existente en el ámbito prejurídico, y 
valorizando los préstamos otorgados a título gratuito – esto es, sin interés alguno. 

 
Siendo que el artículo 26 de la LIR contiene una regla de imputación de renta ficta, en el caso de los 
servicios entre partes vinculadas, notamos que el último párrafo de dicho artículo se remite al numeral 
4 del artículo 32 para las transacciones entre partes vinculadas:  
 

“Las disposiciones señaladas en los párrafos precedentes serán de aplicación en aquellos casos en los que 
no exista vinculación entre las partes intervinientes en la operación de préstamo. De verificarse tal 
vinculación, será de aplicación lo dispuesto por el numeral 4) del Artículo 32 de esta Ley.” 

 
¿Esto quiere decir que la imputación de las rentas fictas en el caso de préstamos gratuitos prevista en el 
artículo 26 no era aplicable a las transacciones entre partes vinculadas, sino que para tal caso únicamente 
podemos referirnos a lo admitido por el artículo 32 de la LIR? Muñoz Salgado ofreció comentarios a 
esta pregunta en un artículo en el año 2020.  En efecto, la autora señala que en ese entonces los servicios 
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de financiamiento gratuito entre partes vinculadas no podrían ser valorizados por alguna de las normas 
previstas en el artículo 32, toda vez que dentro de su alcance no se encontraban los “servicios a cualquier 
título” (2020, pág. 351).  
 
A mayor abundamiento, incluso en el caso en que el legislador mismo hubiese sido contundente en 
cuanto a que la norma tributaria no permitía el ajuste a valor de mercado de los servicios a título gratuito 
antes del ejercicio 2006 (mantenemos que no lo fue), dicha interpretación hubiese sido una 
interpretación auténtica24, que en lo absoluto agota el debate interpretativo en un Estado Constitucional 
de Derecho. Sobre ello, por ejemplo, Durán y Mejía Acosta (2017, pág. 4): 
 

“[…] Se cae en error interpretativo cuando citamos tales “Exposiciones de Motivos” para sustentar 
opiniones definitivas, mucho más en resoluciones o sentencias de instituciones que resuelven controversias 
en materia tributaria. 

 
En segundo lugar, si estuviéramos ante una verdadera Exposición de Motivos (cuando menos publicada 
oficialmente y que se refiera expresamente a la ley promulgada), habría el riesgo de dar por “verdad dicha” 
y última palabra lo indicado en estos documentos que reflejan la voluntad del legislador. Ese es otro error. 
En efecto, la interpretación de la norma tributaria no se agota, bajo ningún concepto, con lo dicho por el 
legislador, ya que los demás métodos de interpretación pueden darle mejor sentido (hasta correctivo) y/o 
reconocimiento de validación constitucional a efectos de cumplir y fiscalizar lo normado.”  

 
Por el contrario, reconociendo que en el Estado Constitucional de Derecho la interpretación de las 
normas de asimilar su significado a aquél que guarde mejor relación con los principios constitucionales, 
consideramos que el principio de reserva de ley en materia tributaria puede ser relativizado, ante dichos 
preceptos constitucionales, de tal forma que a pesar de que la ley no establezca de manera explícita la 
imputación de una renta ficta a los “servicios a título gratuito”, ello se desprenda de la referencia que 
hace la norma al concepto de “servicios”.  
 
Mientras que consideramos que esta lectura resulta aceptable en el marco del Estado Constitucional de 
Derecho y los fundamentos técnicos del gravamen sobre las rentas imputadas, consideramos que para 
sustentar la posición de que el artículo 32 de la LIR no era aplicable a los préstamos entre partes 
vinculadas debería existir una razón constitucional que justifique el tratamiento diferenciado para los 
préstamos gratuitos entre no vinculadas. 
 
En efecto, ni el Tribunal Fiscal ni Muñoz Salgado niegan que los préstamos entre partes no vinculadas 
están sujetas a una imputación de renta ficta en virtud del artículo 26. Y el mismo artículo 26 se refiere 
a que para efectos de valorizar los préstamos entre partes vinculadas debemos referirnos al artículo 32. 
¿Por qué razón constitucional sería posible prever una regla de valoración para préstamos entre partes 
no vinculadas que cumplen un principio de plena competencia, guiadas por las fuerzas del mercado, 
pero no así para préstamos gratuitos entre partes vinculadas que no están guiadas por tales fuerzas? 
 
Sobre ello, consideramos que – por el contrario – la posibilidad de imputar una renta ficta está dada por 
el artículo 26 de la LIR cuando señala que para los efectos del Impuesto se presume “que todo préstamo 
en dinero, cualquiera sea su denominación, naturaleza o forma o razón, devenga un interés […]”. 
Desde luego que la prueba en contrario en ese caso no estará prevista para las transacciones entre partes 
vinculadas, cuyo valor pactado debe ser enfrentado contra el valor de mercado, pero la ventana que 
tiene la Administración Tributaria para imputar una ficción jurídica de generación de renta está en el 
artículo 26 y no en el artículo 32, como sugirieran el Tribunal Fiscal o Muñoz Salgado.  
 

 
24 Sobre ello, Marcial Rubio: La interpretación auténtica es aquella en que la autoridad que tiene la competencia 
de dictarla o derogarla realiza sobre la misma norma. (2012, pág. 256) 



58 
 

Ahora bien, en el caso de Muñoz Salgado, el argumento de que no es posible aplicar las normas de valor 
de mercado a los servicios a título gratuito en general pues no está previsto que dichos servicios generan 
“renta” también contempla que en los artículos 1-5 (en el capítulo “Del ámbito de aplicación” del 
Impuesto) no están incluidos los servicios a título gratuito. Dicha lectura de la norma resulta 
problemática por dos razones que explicamos a continuación.  
 
En primer lugar, asumir que “no tendría sentido alguno que el legislador desarrolle en el capítulo I de 
la LIR, con específico detalle, las rentas que se gravarán con el impuesto para que luego, en un capítulo 
V completamente ajeno, agregue un supuesto adicional” ignora que el sentido que se le deben dar a las 
normas tributarias es un sentido constitucional. De tal manera, si podemos reconocer que el 
cumplimiento del principio de equidad y capacidad contributiva exigiría que los préstamos gratuitos 
entre partes no vinculadas conlleven una imputación de renta y una valoración de la misma, entonces 
la única lectura coherente con dicha conclusión es que ello también es exigible para los préstamos 
gratuitos entre partes vinculadas, consideración que – bajo nuestro punto de vista – no puede ser 
soslayada por la técnica legislativa de la ubicación de las normas 
 
En segundo lugar, y en relación con lo señalado en el párrafo previo, pretender que la técnica legislativa 
introduzca preceptos tributarios en los lugares “correspondientes” según la denominación de los 
capítulos de la norma nos llevaría a desconocer elementos de nuestra LIR que son pacíficos en la 
jurisprudencia del Tribunal Fiscal y en la doctrina. Por ejemplo, siguiendo la lógica de Muñoz Salgado 
en cuanto a que la imputación de rentas no está prevista de manera explícita en el primer capítulo de la 
LIR, lo cierto es que la misma tampoco está prevista para la cesión gratuita de bienes inmuebles (artículo 
23 de la LIR, en el capítulo “De la renta bruta”) o los préstamos gratuitos entre partes no vinculadas 
(artículo 26 de la LIR, en el capítulo “De la renta bruta”). Otro ejemplo de ello son las rentas netas 
atribuibles a los no domiciliados por sus rentas de fuente peruana, previstas en el artículo 76 de la LIR 
(en el capítulo “De los responsables y de las retenciones del Impuesto”) y no así en el capítulo “De la 
renta neta”.  
 
En consecuencia, consideramos que no resulta atendible señalar que no era posible, al ejercicio 2005, 
realizar una imputación de renta ficta a los préstamos gratuitos entre partes vinculadas. Por el contrario, 
dicha posibilidad está explicada a continuación.  
 
3.5.2 Segunda interpretación posible: era posible aplicar las reglas de valoración del artículo 32 de la 

LIR a los préstamos gratuitos entre partes vinculadas, toda vez que el artículo 26 de la LIR 
contenía una imputación de renta ficta para todos los préstamos, y no era necesario que el 
artículo 32 prevea dicha imputación 

El artículo 26 de la LIR se remitía al numeral 4 del artículo 32 únicamente en cuanto a su función 
valorativa, siendo que el artículo 26 contiene una regla de imputación de renta ficta aplicable a los 
préstamos gratuitos entre partes vinculadas, cuyo “valor de mercado” (y no así su imputación) se 
determina sobre la base de las normas de los precios de transferencia.  
 
Consideramos que la lectura correcta de la disposición normativa del artículo 26 de la LIR – esto es, la 
lectura que mejor se adecúe a los principios constitucionales y a la finalidad de la norma – es entender 
que la misma está imputando una renta ficta en todos los casos de préstamos gratuitos, y se remite al 
artículo 32 de la LIR para efectos de la valoración. De ahí a que, de manera universal, el texto de la 
norma refiera que todos los préstamos, salvo prueba en contrario, generarán un interés. Esta lectura, 
además, es compartida por la vocal Márquez Pacheco en la Resolución No. 02112-5-2019: 
 

“Que de las normas antes expuestas se aprecia que para efectos del Impuesto a la Renta se presume salvo 
prueba en contrario, que todo préstamo en dinero, sea en moneda nacional o extranjera, cualquiera sea su 
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denominación, naturaleza o forma o razón devenga un interés independientemente si se hubiera o no fijado 
tasa de interés o ésta sea menor a la estipulada en el referido artículo 26 o no se haya pactado interés alguno, 
independientemente si éstos han sido otorgados o no a empresas o partes vinculadas y a cualquier a título 
al consignarse expresamente en el citado artículo 26 que “todo préstamo en dinero” devenga intereses, 
puesto que la remisión al numeral 4 del artículo 32 de la ley por el precitado artículo 26, tratándose de 
vinculadas, únicamente tiene por finalidad regular el valor asignado a tales operaciones a efecto de 
determinar si hay o no subvaluación o sobrevaluación.”  

 
Si nuestro ordenamiento tributario ha reconocido que la totalidad de préstamos conllevarán la 
imputación de una rentabilidad en la forma de una renta ficta, salvo prueba en contrario, entonces no 
existe razón que justifique que tal calificación no sea aplicable para los préstamos entre partes 
vinculadas. 
 
Los préstamos entre partes vinculadas y partes no vinculadas únicamente tienen un elemento distintivo: 
los sujetos intervinientes. En razón de la vinculación económica que existe entre las partes, el préstamo 
exige un mecanismo de valorización específico – las normas de precios de transferencia. ¿Ello cambia 
la naturaleza del capital prestado, o la presunción de una rentabilidad asociada a ese capital? En lo 
absoluto. Por el contrario, mientras que es posible argumentar que los mecanismos de valoración para 
los préstamos entre partes no vinculadas deben ser distintos a aquellos para los préstamos entre partes 
vinculadas, no es posible argumentar que, si presumimos que los primeros generan una renta ficta sobre 
el capital, existe una razón técnica para no presumir aquello sobre los segundos.  
 
Esta imputación de rentas asociadas a los préstamos admite una prueba en contrario, pues permite que, 
a través de los libros de contabilidad del deudor, se determine el valor de los intereses pactados entre 
las partes. Sin embargo, conforme hemos señalado previamente, en el caso particular de las 
transacciones entre partes vinculadas, el valor pactado entre las partes debe ser contrastado contra un 
“valor de mercado” determinado en un contexto de libre competencia.  
 
Así, y en línea con el voto singular de la vocal Márquez Pacheco en la Resolución del Tribunal Fiscal 
No. 02112-5-2019, consideramos que el artículo 26 de la LIR imputa una renta ficta a los casos de 
préstamos gratuitos y, para el caso específico de préstamos entre partes vinculadas, se remite al numeral 
4 del artículo 32, con la finalidad de aplicar dichos mecanismos de valoración.  
 
En efecto, el artículo 26 es una norma de imputación legal que permite la creación de una ficción 
tributaria para gravar una renta ficta. La norma, en su último párrafo, exige que en el caso de partes 
vinculadas no se tomen en cuenta sus propias disposiciones, sino que, por el contrario, se apliquen las 
disposiciones previstas en el numeral 4 del artículo 32. No obstante, y conforme hemos explicado 
previamente, el numeral 4 del artículo 32 contiene unas reglas meramente valorativas, en cuanto 
contiene las reglas de precios de transferencia. El artículo 26 de la LIR no referencia el artículo 32, el 
cual puede (y, consideramos, debe) ser interpretado como una norma de imputación de renta ficta, sino 
que referencia a uno de los métodos de valoración de dicho artículo.  
 
Dicha lectura nos llevaría a concluir que el artículo 26 contiene una regla de imputación de renta ficta 
para los préstamos entre partes no vinculadas, pero que al mismo tiempo la norma niega la posibilidad 
de imputar renta ficta para los préstamos entre partes vinculadas, lo que no guarda ningún sustento 
técnico y, por el contrario, permitiría la determinación de préstamos gratuitos entre partes vinculadas 
que – con mayor razón – no tienen motivación para determinar onerosidad en dichos endeudamientos. 
 
Si es que concordamos con Medrano, en cuanto a que la imputación de rentas en el caso de intereses 
proviene del reconocimiento del rédito que generan los capitales a lo largo del tiempo, y que las normas 
de precios de transferencia existen justamente porque – conforme señala la OCDE – las transacciones 
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entre partes vinculadas deben ser ajustadas a “valor de mercado” pues se celebran en un ámbito fuera 
del principio de plena competencia, entonces consideramos que la lectura necesaria de los artículos 26 
y 32 de la LIR es que es posible ajustar a valor de mercado los préstamos gratuitos entre partes 
vinculadas, inclusive antes de la entrada en vigencia de la Ley No. 28655.  
 
¿Qué sucede, sin embargo, con las objeciones planteadas por Muñoz Salgado y la RTF No. 02112-5-
2019? En primer lugar, conforme hemos señalado en el acápite anterior, objetar que no era posible 
aplicar las normas de valoración previstas en el artículo 32 a los servicios a título gratuito pues ello 
habría sido reconocido por el legislador en su Exposición de Motivos de la Ley No. 28655, ignora que 
las normas deben ser interpretadas a la luz de los principios constitucionales, más allá de la voluntad 
que pueda plasmar el legislador en sus documentos explicativos.  
 
Por otra parte, el artículo 26 es lo suficientemente explícito como para entender que se ha cumplido con 
el principio de reserva de ley relativo en materia tributaria, al señalar que todos los préstamos devengan 
intereses, lo que permie asimilar que existe una imputación de renta ficta respecto de la rentabilidad 
que, se presume, generaría el capital prestado.  
 
Si es que atendemos a que el concepto de tributo y la determinación de la obligación tributaria deben 
ser interpretados a la luz de los preceptos constitucionales, la interpretación coherente de los artículos 
26 y 32, según nuestro entendimiento, es unívoca; en tanto no existe razón técnico constitucional para 
ofrecer un tratamiento distinto a los préstamos gratuitos entre terceros y partes vinculadas, la imputación 
de una renta ficta (a través del primer párrafo del artículo 26) y su posterior valoración (a través del 
artículo 32 y 32-A de la LIR) se encontraba habilitada durante el  ejercicio 2005.  
 
Nuestra postura, la cual difiere de la adoptada por el Tribunal Fiscal en su Resolución No. 02112-5-
2019 y la autora Muñoz Salgado, no se enmarca únicamente en la literalidad de las normas aquí 
revisadas (que, creemos, ofrecen una interpretación que permita ajustar a valor de mercado los servicios 
de financiamiento gratuito entre partes vinculadas en el ejercicio 2005), sino que consideramos que ante 
dicha posible interpretación, el Estado Constitucional de Derecho nos obliga a adoptarla en tanto sea la 
que mejor maximice los preceptos constitucionales, como el principio de capacidad contributiva y el 
deber de contribuir en materia tributaria. Disputamos, finalmente, que la norma tributaria en dicho 
Estado Constitucional deba ser explícita a un nivel exhaustivo, lectura que pertenece a un momento 
previo en la historia de los ordenamientos jurídicos (un Estado de Derecho), y sostenemos que esta 
evolución constitucional del concepto del tributo debe ser reconocida tanto a nivel jurisprudencial como 
doctrinario.  
 
4. Conclusiones 
 
Conforme a lo desarrollado en el presente informe, nuestras conclusiones en cuanto a la materia 
controvertida son las siguientes: 
 

1. El ordenamiento tributario constitucional peruano reconoce una reserva de ley relativa, 
exigiendo que los elementos esenciales del tributo estén fijados por una norma de rango legal. 
En ese sentido, nuestra Ley del Impuesto a la Renta dispone la posibilidad de imputar rentas a 
los contribuyentes, siempre que sea la misma Ley la que fije dichos supuestos de imputación. 
Interpretar que la delimitación de imputaciones de renta únicamente puede realizarse en los 
artículos 1 a 3 de la LIR implicaría desconocer la constitucionalización del derecho tributario, 
en cuanto a que las normas deben ser interpretadas según la optimización de los principios 
constitucionales, entre los cuales se encuentran el principio de capacidad contributiva y el deber 
de contribuir. 
 



61 
 

2. Las reglas de imputación de renta guardan estrecha relación con los principios de capacidad 
contributiva y el deber de contribuir, toda vez que en ciertos casos (por ejemplo, la cesión de 
bienes inmuebles o el préstamo de un capital) el rendimiento de tales transacciones es tan 
evidente que resulta indispensable gravarlos según el valor monetario atribuido a aquellos. Por 
ende, una visión de un sistema tributario justo y equitativo debe contemplar la imputación de 
rentas en tales casos. 
 

3. Las formas de imputación de renta pueden variar en cuanto a la aplicación de presunciones 
respecto de su valor, o la aplicación de ficciones en respecto de su generación. La diferencia 
entre ambas está en que una renta presunta ajusta la renta preexistente a un valor determinado, 
mientras que la renta ficta imputa una renta que no preexiste y determinar su valor sobre el cual 
se aplicará el gravamen. Ambas formas de imputación de rentas deben guardar coherencia en 
el sistema tributario. 
 

4. El artículo 26 de la LIR contiene tanto una regla de valoración de rentas como una regla de 
imputación, vinculadas al otorgamiento de préstamos, las cuales se sustenta en el rendimiento 
asociado a los capitales por su colocación o entrega en calidad de préstamo. La regla de 
valoración se manifiesta cuando se pacta un préstamo con intereses por debajo de la TAMN, 
mientras que la regla de imputación se manifiesta cuando se pacta un préstamo sin intereses. 
 

5. El artículo 32 de la LIR, al ejercicio 2005 (esto es, previa su modificación por la Ley No. 28655, 
contemplaba el ajuste de valor de mercado aplicable a las ventas, enajenaciones y transferencias 
de propiedad a cualquier título, y a los servicios. Ello conllevó a que el Tribunal Fiscal y parte 
de la doctrina interpretasen que previo a dicha modificación no era posible ajustar al valor de 
mercado los servicios a título gratuito. Dicha interpretación debe ser reconciliada con la 
constitucionalización del derecho tributario, siendo que no existían – ni existen – razones 
técnicas ni constitucionales para aseverar tal conclusión.  
 

6. En el caso particular de los servicios de financiamiento a título gratuito – esto es, los préstamos 
sin intereses – celebrados entre partes vinculadas, es indispensable notar que el artículo 26 de 
la LIR ya contiene la imputación de una renta ficta para los préstamos gratuitos. En ese 
contexto, la lectura correcta en términos constitucionales del último párrafo de dicho artículo 
debe entenderse en cuanto a que el artículo 26 imputa una renta ficta a los préstamos gratuitos, 
y para la valorización de esta última se remite al numeral 4 del artículo 32 de la LIR, que 
contiene la remisión a las normas de precios de transferencia. 
 

7. Una interpretación contraria implicaría concluir, sin sustento técnico y desafiando los principios 
de capacidad contributiva y el deber de contribuir, así como el concepto de valor de mercado 
para transacciones entre partes vinculadas, que los préstamos gratuitos entre partes no 
vinculadas eran susceptibles de imputación de una renta ficta y una valorización equivalente a 
la TAMN en el ejercicio 2005, y que los préstamos gratuitos entre partes vinculadas no eran 
susceptibles de tal imputación.  
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6. Anexos 
 
Para la facilidad de referencia de los miembros del jurado, y en cumplimiento del artículo 90 del 
Reglamento de la Facultad de Derecho, se adjuntan como anexos las partes más relevantes del 
expediente:  
 
Anexo A: Primer Contrato de Mutuo entre IMI y Offshore Express, de fecha 29 de enero del 2003 
 
Anexo B: Segundo Contrato de Mutuo entre IMI y Offshore Express, de fecha 1 de marzo del 2004 
 
Anexo C: Resolución del Tribunal Fiscal No. 02112-5-2019 
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ANEXO A 

Primer Contrato de Mutuo entre IMI y Offshore Express Inc. – 23 de enero del 2003 
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ANEXO B 

Segundo Contrato de Mutuo entre IMI y Offshore Express Inc. – 1 de marzo del 2004 
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ANEXO C 

Resolución del Tribunal Fiscal No. 02112-5-2019 
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